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PALALBRAS PRELIMINARES

Ante todo debo señalar  que constituye un gran honor para mí poder  participar de este libro, que manifiesta un -mas que merecido- homenaje a nuestro Maestro, alma  mater del Master en Derecho Empresario de la Universidad  Austral,  Dr. Osvaldo Gómez Leo.
Hemos sido  grandes privilegiados quienes  hemos tenido la posibilidad de cursar el master  donde  pudimos conocer y asistir a las clases de los  mas grandes juristas argentinos  en materia de derecho empresario.  Así –entre muchos otros- hemos podido aprender y debatir,  con doctrinarios de la talla de Julio Cesar Otaegui,  Enrique Manuel Butty (+), Ariel Ángel Dasso,    Carlos S.  Odriozola, Fernando Legón (+), Rafael  Manóvil, Guillermo Matta y Trejo,  Guillermo Enrique  Ragazzi y por supuesto nuestro homenajeado, “Don Osvaldo” Gómez Leo.
Efectivamente, tal como alguna  vez me dijera quien en vida fuera el más brillante  e inteligente Profesor que tuviéramos en el Master, el inolvidable y muy querido Dr.  Enrique Butty:   “el Master de Derecho Empresario  la Universitas Australis Studiorum, marca un antes y un después en la historia  de la enseñanza  del derecho en nuestro país…” Convencido de que ello efectivamente es así, no menos lo estoy de que ha sido  la figura convocante del Dr. Gómez Leo quien ha  ejercido la influencia necesaria para que la mayoría de aquellos ilustres juristas  y muchos otros mas,  integren este claustro universitario.

Sería redundante hablar aquí de los méritos académicos  de nuestro homenajeado dentro de los cuales  quedan  comprendidos su calidad de gran jurista, hombre de consulta permanente,   investigador y autor  como así también la de su estirpe de  enorme docente universitario.
En honor a la verdad debo agregar a ello ciertas cualidades personales de nuestro homenajeado que aquí  remarco públicamente ya que prefiero -en todo caso-  pasar por  ser “reiterativo”,  y no pecar de desagradecido  con él.  
Una vez que hube terminado  de cursar el master en mi promoción del año 1996,
 comenzamos a intercambiar ideas y comentarios sobre un antiguo proyecto de Gómez Leo anteriormente  pensado por las Autoridades de la  Facultad de Derecho, por él y por otros grandes  juristas del master,  referido al Departamento de Derecho de la Empresa de la Universidad Austral.    
Transcurría entonces el año 1997 cuando se me honró con la designación de  Secretario del Departamento del cual  -él-  es Director,  para la celebración de la que sería la Primera Reunión de Miembros  del Departamento   de Derecho de la Empresa de la Universidad Austral, que tuvo lugar en el mes de noviembre de aquel año 1997 en la que el Dr.  Rafael Manóvil  expuso y se debatió con los miembros
 sobre el tema “Grupos de Sociedades”.
Con posterioridad a ello, luego de atravesar algunos momentos  difíciles en los  que la  Universidad  Austral in totum   estuvo siempre a mi lado
, gracias a Dios puede volver a incorporarme  en las actividades del Departamento, donde Don Osvaldo me recibió y alentó  en aquella etapa con su  hombría de bien, ejemplo y consejo. Así  fue como el día 6 de octubre del año 1999, se celebró una segunda Reunión  de Miembros del Departamento de Derecho de la  Empresa de la Universidad Austral en la cual el Dr. Sergio Villamayor Alemán expuso y se debatió con los miembros  sobre el entonces Proyecto de Ley de Arbitraje, elaborado por una  Comisión de especialistas en esta temática, además de destacados Juristas integrada, -además del expositor-  por los Doctores  Jaime Luis Anaya, Marcelo Gobbi, Roque Caivano,  Mariano Cavagna Martínez (+),  entre otros.

Durante el mismo año 1999 el Departamento de Derecho de la Empresa organizó también   las Jornadas de Contratos Comerciales y en el año 2001 Las Jornadas Nacionales de Derecho Concursal en las que se me honró como integrante del Comité Organizador y como panelista invitado, respectivamente. 

Llegamos entonces al año 2002, en que se cumplieron los 10 años de la Maestría en Derecho Empresario de la Universidad Austral y el  Departamento  dirigido por el Dr. Gómez Leo organizó las Jornadas Nacionales de Derecho Concursal y Societario en la que también tuve el alto honor  de participar como miembro del  Comité  Ejecutivo y Moderador.

Durante el año 2004 nuestro homenajeado   organizó y dirigió  a un grupo                                                                                                                                              de Graduados del Master en Derecho Empresario, -dentro del  que se destacan sus Directores Ejecutivos,  los Doctores  Gustavo Abreu y Sebastián Balbín-, instituyendo de tal forma  los antecedentes y la creación de la actual Revista Argentina de Derecho Empresario (RADE. Ed Ad Hoc) en  la cual  me han honrado al permitirme   participar  como miembro del Consejo de Redacción.   

Constituyen éstos, ejemplos de algunas de las actividades que el Departamento de Derecho de la Empresa  que dirige  Don Osvaldo ha desarrollado  en los últimos años en los que he tenido el  honor y verdadero privilegio de poder colaborar dentro de mis posibilidades para coadyuvar con la  ejecución  de importantes actividades académicas.

Efectuados estos agradecimientos y  comentarios  conducentes a poner en conocimiento del lector  algunas de las  facetas de la vastísima y elevada  actividad académica que ha desarrollado y aún desarrolla ¡¡Gracias a Dios!!  el Dr. Gómez Leo en la Universidad Austral, corresponde ahora referirnos a determinados aspectos del   artículo con que quiero homenajearlo por diferentes, pero no menos importantes situaciones -directa  e indirectamente- relacionadas con el Master en Derecho Empresario de la Universidad  Austral.
La Divina Providencia nos puso en la maravillosa situación  de poder presentar el día 20 de noviembre de 2000  mi  libro “Asociaciones Civiles” (Ed. Ad. Hoc. Bs. As. 2000) el cual se originó en mi tesina titulada “Asociaciones Civiles-Asociaciones bajo forma de sociedad”  elaborada en el  Master de la Universidad Austral, bajo la dirección del inolvidable  Maestro,  distinguido Magistrado argentino, y querido amigo  Dr. Enrique Butty.
Si bien es cierto que el destinatario de este artículo, que habrá de integrar su  libro de homenaje es el Dr. Osvaldo Gómez Leo, no menos cierto es que me consta que Don Osvaldo  siempre sintió  un profundo  respeto intelectual y aprecio personal por Enrique Butty a punto tal que ya en la entrevista de admisión para ingresar en la camada  del Master del año 1995, nos  hablaba de este notable jurista destacando la importancia de sus clases como Profesor fundador del Master. Por ello entiendo que Don Osvaldo habrá  de interpretar esta licencia que me he permitido de  manifestarme  en este  humilde recuerdo en homenaje a Enrique Butty, a pocos días de su fallecimiento.  
Conocí en el año 1995, cursando mi primer año del Master de la Universidad Austral a este  Gran Maestro,   no sólo de mas de diez promociones del master, sino también   de varias generaciones  de “jóvenes congresistas” como le gustaba llamar a quienes nos iniciábamos en ámbitos doctrinarios  a través de congresos  en los que tuvimos el gran privilegio  de ser testigos directos de sus  maravillosas participaciones a través de las memorables exposiciones de sus ponencias, debates y es por ello –sumado a su generosidad intelectual,  su formación  iusfilosófica además de su generoso espíritu docente-  que el  Dr. Enrique Manuel  Butty ha dejado una huella imposible de borrar y olvidar  con su  participación a través de sus inteligentes y eruditas  ponencias  acompañadas de su brillante oratoria hasta hoy no igualada y reconocida  por otros importantes Maestros  del Derecho Comercial y  Societario  Argentino. 

Además de todo ello,  fue durante la  elaboración de mi Tesina en  el Master en Derecho Empresario  de la Universidad Austral,   donde tuve el privilegio -¡¡por el que doy gracias a Dios!!- de tenerlo como Director de Tesina  y  a partir de ello, -en inolvidables  conversaciones en su Despacho de la Sala “B” de la Cámara  Nacional de de Apelaciones en lo Comercial  de la Capital  Federal y en memorables almuerzos- conocer, deslumbrarme y admirar su inteligencia,  formación filosófica, caballerosidad  y hombría de bien.

Luego de su culminación, -tal como hemos señalado anteriormente- con fecha 14 de marzo de 1997, la Presidente de nuestra promoción de graduados del Master y actual  Presidente de la “Asociación de Graduados de la Universidad Austral”, Dra. Susy Bello Knoll,   organizó la primera defensa pública y debate de Tesinas de graduados Master,  frente a otros distinguidos  graduados de distintas promociones, entre los  que se encontraban presentes   José  Botteri,  (1º promoción ) Oscar García,  Manuel Adrogué, (4º promoción), y de nuestra promoción, además de la Dra.  Susy Bello Knoll,   los Dres.  Gustavo Abreu, (actual Director Ejecutivo del Master en Derecho Empresario), Martín Caselli (actual Profesor del Master en Derecho Empresario)  Carlos Alegre (Secretario de nuestra promoción)  y otros mas, quienes participaron  de las exposiciones, analizaron y debatieron las dos tesinas que se expusieron. En primer lugar la del Dr. Tomás Capdevilla sobre “Objeto Social”  acompañado por su tutor, Dr. Guillermo Ragazzi, y a continuación nos tocó exponer al Dr. Butty  y a mi sobre “Asociaciones Civiles-Asociaciones bajo forma de Sociedad”, la tesina de mi autoría.

Referido a esta,  bien podemos señalar  que  sirvió como antecedente directo  de lo que sería mi libro “Asociaciones Civiles”  publicado por Ed. Ad Hoc. (Bs. As. 2000)  que fuera presentado en  –para muchos asistentes en general y para mi en particular- un  “inolvidable” acto organizado por el Dpto. de Derecho de la Empresa de la Universidad Austral. 
En dicho   acto, originariamente ideado  por el Ex Decano y querido amigo Dr Roberto Bosca
    me honraron  con  su presentación en nombre de la Universidad, el Decano,  la entonces Vicedecana y actual Senadora Nacional por la Provincia de San Luis, Dra. Liliana T. Negre de Alonso, y como presentador oficial de libro,  el Dr. Enrique Manuel Butty. 

La  designación del presentador del libro, por cierto, consensuada con el Dr. Roberto Bosca y con mi padre, Dr. Alberto Biagosch,  no  fue el producto de una elección personal caprichosa, 
-independientemente de la admiración intelectual y cariño personal que  desde hace años he sentido   por  el  Dr. Enrique Butty, quien -como hemos dicho mas arriba- me acompañó junto a  toda la Universidad a mí  y a mi familia en los momentos  más difíciles por los que me tocó  atravesar en el año 1998.
 Se trató de una decisión  consensuada en forma unánime entre  Roberto Bosca, mi padre y yo. 
Como también hemos  dicho anteriormente cuando nos referimos a  las grandes satisfacciones que nos dio escribir nuestro primer libro “Asociaciones Civiles” y relatamos sus  orígenes y agradecimientos correspondientes, vamos a reiterar en estas páginas algunos de los conceptos vertidos con anterioridad.  
Dijimos en aquella oportunidad y lo ratificamos in totum en este momento que los agradecimientos  que debemos  efectuar comprenden, en primer lugar,  a  Dios Todopoderoso  y a la Virgen María del Rosario de San Nicolás por haberme ayudado -y haber estado a mi lado en  los momentos más difíciles- a que pudiera terminar de escribirlo,   hasta los agradecimientos terrenales  que comprenden al Editor que en todo momento confió en mí,  aún en la adversidad de aquel momento, a la Inspección General de Justicia, a mis compañeros de promoción del Master en Derecho Empresario,  hasta todos los integrantes de la Facultad de Derecho de la   Universidad Austral. 
Dentro del relato histórico, corresponde reiterar,  con relación  al acto de presentación del libro   que: “…Llegamos  al 20 de noviembre de 2000,  tarde en la que pasamos con mi padre a buscar al Dr. Enrique Butty por el Club, donde le entregué el primer ejemplar del libro dedicado,  porque hasta entonces iba leyendo los distintos capítulos del libro de las  pruebas de galeras. Resulta imposible olvidar la magnífica presentación del libro que efectuó  en tal sentido el Dr. Enrique Butty, por sus  ya conocidas condiciones de gran orador, además de conocedor del pensamiento  y filosofía griegos y del derecho romano.  Puso en clara evidencia, sin buscarlo,  su comprensión  de estos temas cuando se refirió a la primera  parte de la obra que trata sobre los antecedentes históricos  de las asociaciones. Debo decir que su brillante exposición  no me extrañó, conociendo su talento,  inteligencia  y erudición,  pero sí debo confesar que aún tiempo después de la presentación  del  libro  “Asociaciones Civiles” muchos de los asistentes que no lo conocían  y lo escuchaban por primera vez, (entre ellos,  otro de mis grandes Maestros, el Dr. Felipe González Arzac y  la Ex Senadora Nacional por la Provincia de Tucumán Dra. Malvina Seguí) me hicieron saber su admiración y asombro por este orador brillante.
 

Dentro de los invitados al mismo, se encontraban presentes ilustres hombres del derecho argentino como los Dres. Julio Cesar Otaegui, Jaime Luis Anaya, Felipe González Arzac,  Profesores de la Universidad Austral dentro  de los que podemos mencionar al –entonces-  Secretario Académico del Master en Derecho Empresario,   Patricio Tavella, al ex Secretario de Master Dr. Hèctor Josè Miguens,   Alejandro Linares Luque y  Cristián Conen y Funcionarios de la  Inspección  General de Justicia como el Dr. Hugo Rossi (actual Sub Inspector General de Justicia a cargo de la Inspección  General de Justicia, el  Dr. Bernardo Saravia 
(actual Subjefe del Dpto. Asociaciones  Civiles y Fundaciones)  y otros Inspectores  del  mismo Departamento, compañeros de funciones y amigos, como los Doctores Gerardo Ganly, Alejadro Schulze,   Pedro Dolan y Patricia Mo.  

      Además de todos los mencionados, se  encontraba presente una importante  jurista de la       Provincia de Tucumán, quien  vino especialmente para la presentación del libro,  la –por entonces-  Fiscal de Estado de la Provincia y  al año siguiente  Senadora  Nacional por la Provincia  de Tucumán, Dra. Malvina  Seguí.
Una vez electa Senadora Nacional en el año 2001, desempeñándome -por entonces- como Asesor legislativo suyo,  comenzamos a trabajar  junto a  sus dos principales Asesores Dr. Alberto González Arzac y Alberto Biagosch quienes supervisaron el proyecto desde el punto de vista del derecho constitucional y de su técnica legislativa,  respectivamente   en la elaboración del “Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles” que  presentara esta distinguida  Senadora, dándole estado parlamentario por primera vez en la historia parlamentaria de nuestro País,    el día 16 de mayo de 2002  a un proyecto de ley nacional  que regule  los  distintos órganos, los derechos  de los socios y demás aspectos intrínsicos y extrínsecos de las asociaciones civiles, y   que fuera aprobado por   el Honorable Senado de la Nación  por primera vez en la historia del derecho y parlamentaria argentinas,  el 18 de noviembre de 2003.
Fue también en el ámbito de la Universidad Austral donde se celebró, el día 28 de octubre de 2004, organizado  por la “Asociación  de Graduados de la Facultad de Derecho” uno de los mas importantes debates académicos del Proyecto de Ley  que moderara su Presidente, Dra. Susy Bello Knoll,  con destacados   hombres del derecho argentino, muchos de ellos  Profesores de la Universidad en general como los Dres.  Julio César Otaegui,   Alfonso Santiago (h),  y Sebastián Balbín  y particularmente del Master en Derecho Empresario como los Dres., Ariel Dasso, Guillermo Matta y  Trejo y Guillermo Ragazzi,  además de destacados hombres del derecho como los hermanos Felipe y Alberto González Arzac, el actual Diputado Nacional Pablo Tonelli,  el Procurador del Tesoro de la Nación Osvaldo Guglielmino, los hermanos Ariel Gustavo y Javier Dasso, (ambos egresados Magíster en Derecho Empresario de la Universidad Austral)  el Dr. Alberto Biagosch (En su calidad  de Asesor de la Senadora y Funcionario del Honorable Senado),  el  Dr. Alberto García Biagosch (Ex Conjuez Federal  y actual Fiscal General Ad Hoc del Tribunal Oral en lo Criminal Federal de Tucumán y Ex dirigente de importantes Cámaras  Empresarias y de Clubes deportivos de la Provincia). 
Todo lo  referido a este importante debate fue comentado en el  Suplemento de la Universidad Austral del Diario  La Ley del 15 de noviembre de 2004.
Además de esta relación ab initio  directa entre el Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles y el  Master en Derecho Empresario de la Universidad Austral, la misma quedó de manifiesto y hasta podríamos decir  “reforzada”  con la segunda presentación   del mismo que efectuara  el 4 de mayo de 2005   la actual Senadora Liliana Negre de Alonso,  quien -además de Ex Vicedecana del Facultad de Derecho- es  egresada de la Primera  Promoción del Master en Derecho Empresario. 
Con carácter previo a devolverle el estado parlamentario al proyecto anterior que había      caducado con la finalización del período legislativo correspondiente al año 2004 en que la Honorable Cámara  de Diputados no lo trató no obstante a haber sido aprobado in totum por el Honorable Senado de la Nación el 18 de noviembre de 2003,  la Senadora, -ratificando su condición de importante  doctrinaria y de  conocedora  del derecho argentino-,  introdujo las mejoras y modificaciones que la doctrina argentina había  sugerido  en general en los  numerosos y calificados debates celebrados durante los años 2003, 2004 y 2005 dentro de los cuales fue especialmente considerado el debate organizado por la Asociación de Graduados de la Universidad Austral, antes indicado.
Estos son los fundamentos más importantes por los cuales hemos elegido este tema  para homenajear  y agradecer  las enseñanzas y ejemplos de vida cristiana dedicada y santificada con  su  trabajo diario en la Universitas Australis Studiorum  al gran Profesor universitario  Dr. Osvaldo Gómez Leo ¡Quiera Dios que podamos con ello cumplir nuestro cometido!

                                                                                                 Facundo Alberto Biagosch
I- INTRODUCCIÓN:
En primer término debemos señalar que viene al caso y compartimos   in totum la idea manifestada a través de una sentencia del  inolvidable Magistrado, Jurista, Maestro y querido Amigo,  Dr. Enrique Butty según la cual “…las proyecte quien las proyecte, las leyes son sancionadas por el Estado quien deviene entonces en su verdadero autor. Las intenciones personales de los proyectistas condenadas  en  el  plano de iure, no son de ninguna manera parámetro de hermenéutica jurídica suficiente en nuestro sistema jurídico -felizmente en vigencia-. Aquí lo que interesa es la télesis objetiva de la ley ya sancionada la que,  parafraseando a  Hegel, en sí y para sí dispone…” (In re “ Perlas de Mir c/ Chaubell” 1980)
. 

Es por ello que a partir de esta concepción iusfilosòfica que nos enseñara el Maestro y, efectuando seguidamente la correspondiente aclaración al respecto,      hemos elegido  referirnos  en este  trabajo a los diferentes  aspectos  del  “Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles” que mayor  repercusión tienen en el ámbito del derecho comercial    en el cual hemos tenido el alto  honor de colaborar con dos distinguidas Senadoras de la Nación. 

Por lo tanto si efectuamos una interpretación  iusfilosófica  y/o  finalista de  esta manifestación  de Enrique Butty no puede concluirse en otra cosa mas que en tener lo suficientemente aclarado que es “proyectista” y  será definitivamente el “legislador” uno de los Poderes del Estado Nacional Argentino, es decir el Poder Legislativo. 

El  primer tema  que analizaremos en este trabajo es el del principio de la “comercialidad por la forma”   que quedará  reemplazado por el que originariamente contemplaba el Código de Comercio que era el de al “comercialidad por el objeto”, al dejar  sin efecto la aplicación del artículo 3º de la ley  19.550,  el artículo 4º del Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles.
 Es decir que el principio incorporado  forzadamente en el. “asistemático”  artículo 3º de la ley de sociedades comerciales que –a su vez- ha quedado ya  desestimado por la doctrina mayoritaria argentina,  perderá vigencia  y quedará  modificado en nuestro derecho privado cuando sea sancionada  y promulgada la Ley de Asociaciones Civiles.
Según veremos esto es lo que claramente surge del artículo 4 del Proyecto, previo a lo cual habremos de analizar el instituto de la asociación bajo forma de sociedad según la Doctrina Argentina,  las diferencias esenciales entre las Asociaciones Civiles y las Sociedades Comerciales, y la asociación  bajo forma de sociedad caracterizada como negocio indirecto,  la aplicación de la figura de la simulación lícita a la misma y el tema de la transformación de una asociación constituida  bajo la forma de sociedad en una asociación civil propiamente dicha,  con el Análisis de la resolución dictada por la Inspección General de Justicia  en las actuaciones “San Isidro Golf  Club s/ Transformación” el 26 de enero de 2005, (EXPTE. Nº  C-1.727.092).
Asimismo consideramos que no podemos dejar de analizar en este trabajo,  los Fundamentos e Importancia del Proyecto de ley de Asociaciones Civiles en el Ordenamiento Jurídico Argentino, ni  tampoco omitir referirnos a  los Antecedentes  de su estado parlamentario, exposición y debate.  
A continuación de ello habremos de analizar otro instituto regulado en el  Proyecto de Ley que tiene importancia y trascendencia en  ámbitos del derecho privado argentino en general,  como lo es el de el tema de la Responsabilidad y el estándar que  corresponde aplicar  los directivos de las  asociaciones civiles según el  proyecto de ley,  que es del “buen administrador de cosa ajena”- 
Por último analizaremos otra  temática que, si bien no está específicamente regulada en nuestro derecho de fondo, ha cobrado gran notoriedad y ha sido una modalidad contractual tomada como modelo y consecuentemente utilizada en el ámbito de las asociaciones civiles, con resultados no del todo auspiciosos para el patrimonio e intereses sociales de las asociaciones civiles. 
Se trata del contrato de gerenciamiento y los necesarios límites que el Legislador argentino ha entendido que deben  existir  y estar expresamente determinados en la Ley de Asociaciones Civiles. 

Pero, de acuerdo a la interpretación “dogmático- institucional” que el Dr. Enrique Butty efectuara  en el fallo antes indicado, nuestro desarrollo de la temática elegida para homenajear al Dr. Gómez Leo,  no debe interpretarse que es efectuada como “proyectista”, dado que ello no tendría relevancia de hermenéutica jurídica  alguna al haber sido uno de los Poderes del Estado Nacional Argentino quien ha  trabajado en su elaboración., donde se ha analizado, estudiado,  debatido y finalmente presentado el Proyecto de ley de Asociaciones Civiles. Por lo tanto  es   al Honorable Senado  de la Nación a quien  le corresponde in totun la calidad de “autor” y no a nosotros que hemos sido –simplemente-  meros colaboradores junto a otras personas
. Es decir en un todo de acuerdo  con lo establecido en el Capítulo Quinto la Segunda Parte de la Constitución de la  Nación Argentina y en el Reglamento del Senado.
De todos los  aspectos del proyecto que directa y/o  indirectamente se relacionan con el derecho comercial  se analiza en primer término en el  presente trabajo, entonces,  el   principio de comercialidad por el objeto y de comercialidad por la forma que incorporó en el  derecho comercial argentino la ley de Sociedades Comerciales. 

El mismo constituye, además,   un tema que ya ha sido abordado desde hace  tiempo por la doctrina argentina que, -en forma absolutamente mayoritaria-, le ha desestimando cualquier supuesta “virtud jurídica”  y supremacía   dogmática al  instituto jurídico incorporado en el artículo 3º  de la ley 19.550  de la “asociación bajo forma de sociedad”.  
No obstante ello, este tema    recobra vigencia y se   reactualiza la  importancia  de su análisis por parte de la Doctrina -como fuente mediata del derecho-, si consideramos que expresamente el “Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles”  lo modifica, con lo cual –tal como hemos dicho anteriormente
.- recobraría  vigencia el principio de “comercialidad por  el objeto” en el derecho privado argentino, motivo por el cual se analiza en el  presente.
El Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles,  expresamente   modifica el criterio que seguía el artículo 3º de la ley 19.550,  al establecer lo siguiente: 

ARTÍCULO  4º.- Forma propia: Las asociaciones civiles se constituirán conforme a lo   establecido en esta ley. No pueden adoptar la forma de otra persona jurídica de   carácter   privado  para su constitución. No será de aplicación  lo establecido en el artículo 3º de la ley 19.550”.

II- FUNDAMENTOS, ANALISIS Y DESARROLLO DEL TEMA:

En primer termino habremos de abordar en este trabajo  la interesante temática de la asociación bajo forma de sociedad que sirvió para dejar sin efecto en el año 1972 un viejo principio de casi un siglo de vigencia que era el de la “comercialidad por el objeto”  que establecía  el Código de Comercio.

Además de ello, serán  tratados y analizados otros temas en este trabajo, como los  referidos a los Fundamentos e Importancia del Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles,  en el Ordenamiento Jurídico Argentino,  los  Antecedentes del Estado parlamentario, exposición y debate del  mismo  y otros  relacionados  con las modificaciones y nuevos institutos que trae en nuestro derecho privado  el Proyecto de  Ley de Asociaciones Civiles que –a su vez-  ya han sido analizados, comentados   y especialmente debatidos en  distintos ámbitos doctrinarios de nuestro país
.  
En primer término se destaca  que    perdería vigencia el principio de “comercialidad por la forma”  para  recobrarla  el principio  anterior que es el de   la “comercialidad por el objeto”.
  

Respecto a éste,  hay que señalar que  se trata del  principio que sentaba el viejo Código de Comercio que fue modificado y reemplazado en  la Ley de Sociedades Comerciales Nº 19.550 por el principio de la “comercialidad por la forma”, en una de las modificaciones  más trascendentes  que trajo aparejado el artículo 3º de la ley 19.550 en el derecho argentino con  el  instituto jurídico de la “asociación bajo forma de sociedad”.
Dicho  instituto jurídico que legislara  la Ley 19.550  en el año 1972, -además de haber ya quedado  superado por  la doctrina y jurisprudencia argentinas
-,  quedaría modificado y expresamente   derogado  -luego de mas  de treinta años-
   con la sanción del  Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles, según analizaremos  en  esta primera parte del  trabajo.
Por lo tanto bien podemos decir que de acuerdo al  proyecto de ley  cobraría    “nueva vigencia” en el  derecho privado argentino   el  principio  de  la “comercialidad por el objeto”  en la  Ley de Asociaciones Civiles.

Si efectuamos una  aplicación de la concepción  cervantiana de la historia, caracterizada como “Historia, émula del tiempo, depósito de las acciones,  testigo de lo pasado, ejemplo y aviso de lo  presente, advertencia de lo por venir”
, debemos aclarar determinados aspectos referidos a la  fundamentación esencial  de esta modificación en nuestro  derecho privado.   
Ello nos remite a tener que analizar los antecedentes históricos y orígenes  del principio que innovó con la sanción de la ley de Sociedades Comerciales el Código de Comercio que determinaba la comercialidad de las sociedades por su objeto con independencia de la forma adoptada, con excepción  de las sociedades anónimas que eran siempre comerciales sea cual fuere su objeto (art. 282, parr. 1º y art. 8 inc. 6º de este cuerpo legal). 
Modificando radicalmente entonces este principio,   la  ley  19.550  se  ha inclinado  en sentido inverso, constituyendo la forma societaria de acuerdo al régimen por ella previsto, la que  determinará  su comercialidad.

No obstante ello, será la legislación  propia aplicable a  las asociaciones civiles que integrará el Código Civil
, la  que será la  que en este tema, volverá a instituir  la vigencia del principio  que  nuestro Código de Comercio establecía. 
III- El Instituto de la  Asociación bajo forma de Sociedad  según la Doctrina Argentina

Dentro de la gran cantidad de observaciones y/o críticas  que en doctrina se han manifestado, hemos dicho ya con anterioridad que la asociación bajo forma de sociedad es caracterizada  como un “negocio parasocietario”, toda vez  que se utiliza el modelo societario adoptándose uno de los tipos previstos  en la ley 19.550 posibilitando de tal manera la aplicación de las normas propias de ese cuerpo normativo
.

También nos hemos manifestado reiteradamente en contra  de este artículo  de la ley,
 no sólo por la “fuerte asistematicidad”
 que padece, sino además  porque  ya ha quedado sobradamente demostrado  en el derecho argentino que existe  una insalvable inaplicabilidad de la estructura del régimen societario a la asociación civil.
 

Ello así, dado que -si partimos de la enunciación de los elementos específicos de las sociedades comerciales que surgen del artículo 1º de la ley 19.550, que  están constituidos  según Nissen
 ,-a quien seguimos en este tema-,  por: 1) pluralidad de socios; 2) tipicidad;  3), Forma organizada;  4) Aportación; 5) Fin económico; 6) Participación en los beneficios; 8) Soporte de las pérdidas-, se verá que  estos requisitos esenciales “tipificantes” no estarán en su totalidad  presentes en la figura jurídica de la asociación civil
. 

Ello surge  -en primer lugar-  por las esenciales diferenciaciones entre una y otra, que bien vale la pena reiterar o dejar bien  aclaradas.

IV-  Asociación  civil y Sociedad Comercial:  esenciales diferencias
Puede apreciarse con claridad que –en términos generales-  el vocablo asociación  suele ser identificado con toda clase de agrupación  de individuos creada para perseguir un fin común. Bien podemos afirmar que cuando nos referimos a la asociación, se trata del género que comprende a distintas especies a las que los diversos  ordenamientos jurídicos  contemporáneos habrán de legislar en forma independiente. Así las asociaciones civiles,  así sociedades comerciales,  las sociedades cooperativas y mutuales según las distintas legislaciones y etapas históricas. Partiendo, entonces, de esta relación género-especie es interesante resaltar que en un sentido amplio los conceptos de asociación y sociedad son entendidos como  la reunión de personas que han acordado  dirigir  sus esfuerzos hacia un mismo rumbo. 
En cuanto al origen –la quimera que constituye “el hombre solo” para Leroy Beaulieu-
, así como también su  consecuente necesidad de agruparse, las asociaciones  y sociedades son absolutamente asimilables. Pero en lo que respecta a los objetivos perseguidos a través de ellas, son esencialmente diferentes.  

Como bien señala Garrigues, la sociedad a su vez, es una especie dentro del concepto  más amplio de asociación. 
Asociación es todo da unión voluntaria duradera y organizada de personas que ponen  en común sus fuerzas para conseguir un fin determinado. Esa definición -por su parte señala- podría  servir también  para la sociedad.  Pero -agrega- ésta se distingue por  una nota específica: la de tener un fin económico destacado
.

Acaso sutil  en apariencia, pero determinante en su  consideración más elemental, la diferenciación entre ambas viene dada  por las distintas necesidades  humanas que el hombre se ha propuesto satisfacer  a través de las mismas. Por ello es que con toda razón enseña Francesco Ferrara: “La vida colectiva no puede tomar más que dos formas, las sociedad y la asociación”
 

La asociación es esencialmente diferente  a la sociedad comercial en cuanto a su objeto. Así, por ejemplo, para Ascarelli, “la sociedad existe cuando el fin común (lucro) es obtenido a través de acciones con terceros  expresándose su resultado en sumas de dinero  que serán divididas entre los socios
. Como consecuencia de esta posición, este autor reconoce tres clases de entidades: 1) la sociedad, 2) la asociación comercial que tiene por objeto el lucro, pero mediante la eliminación de intermediarios  y la negociación con sus asociados. 3) la asociación civil  que se propone otros fines que el lucro. Distingue para ello  entre el lucro  de la sociedad que luego se reparte entre los componentes, y lucro individual del asociado que se produce en las cooperativas, sin haber primordialmente lucro social sino ahorro del participante en cada acto que realiza. Cita en su apoyo a parte de la doctrina francesa y alemana: Planiol, Ripert, Mazeaud; Ifiller,  Ilieiland, Muller-Ehrzbach  y otros.
V- POSICIONES DOCTRINARIAS CON  RESPECTO AL PRINCIPIO INSTITUIDO EN EL ARTICULO 3º  DE LA  LEY 19. 550

Previo a la  sanción  de la ley  19.550  en el año  1972,  las  distintas posiciones doctrinarias con relación  a este tema, eran sostenidas por muy  destacaos juristas.  
Una corriente doctrinaria,  -fundamentalmente representada por los Doctores Malagarriga y Zabala Rodríguez-,  consideraba que cuando la finalidad de  la entidad  fuera filantrópica, la misma debía  regirse por la normativa  relacionada al tipo de sociedad de que se trate. 

En sentido inverso, otra importante  corriente interpretativa  seguida por Satanowsky    entendía que se las debía  considerar asociaciones.

Otros autores, años mas adelante,  como Zaldivar, Manòvil, Ragazzi y Rovira han hecho referencia a aquellos casos en los cuales entes asociativos  sin finalidad de lucro ni especulativos adoptaron la estructura societaria para asegurar a los asociados su cuota de liquidación en el patrimonio social en caso de disolución.

Mas recientemente Nissen  ha señalado que el art. 3º de la ley 19550 admite la constitución de asociaciones bajo forma de sociedades, habiendo ello sido justificado por los legisladores de 1972 con el solo argumento de receptar en el cuerpo normativo societario, algunas situaciones anormales que se habían presentado durante la vigencia del Código de Comercio, en donde algunas asociaciones  adoptaron la estructura de la sociedad anónima  aunque el lucro  fuera ajeno  a su finalidad.  Estos casos citados fueron “Hindú Club”,  “Tortugas Country Club” y “Club Atlético Atlanta”.  
Se trató  de situaciones anómalas de orden práctico, posibilitar  que -en caso de disolverse la entidad-  su patrimonio pasase a manos de los accionistas y por otra parte entregar al inversionista un título que le asegure parte en la liquidación.

Además de estas interpretaciones doctrinarias, que  en sí mismas pueden coadyuvar –según nuestro criterio- a  desestimarle cualquier virtud a este instituto jurídico que, -no obstante la postura del Maestro Isaac Halperìn-  no compartimos, hemos también  señalado anteriormente  que  tampoco es menor  la “asistematicidad” del artículo 3º de la ley 19.550  porque la asociación bajo forma de sociedad implica un “negocio indirecto”, que está dado y  se manifiesta, simplemente,   por el derecho que asistirá a sus socios de percibir el remanente del patrimonio representado por cada cuota liquidatoria, en caso de liquidación, de acuerdo a su participación. Ello así, a diferencia de la asociación civil que, en caso  de  disolverse y liquidarse dicho  remanente se destinará  a otra entidad de bien común, exenta de gravámenes en el orden  nacional, provincial  y municipal, con personería jurídica  y domiciliada en la República.
 

VI- TRATAMIENTO EN EL DERECHO SOCIETARIO ARGENTINO
En nuestra ley de Sociedades se ha seguido el sistema que posibilitó la figura de la asociación bajo forma de sociedad que, según  Halperìn,  será considerada sociedad y sometida a todas las  reglas legales de ésta, incluso la quiebra, aunque el  fin sea de pura beneficencia. 

A partir de esta línea interpretativa, la Comisión Redactora,  legisló  el art. 3º de la ley de sociedades en el que  les aplica a las asociaciones civiles el régimen de las sociedades mercantiles cualquiera sea el tipo adoptado. 
La ley de sociedades para el autor, es lógica consigo misma porque adoptó  el criterio de la comercialidad por la forma (art. 1º)

Esta línea de razonamiento  es coherente con lo manifestado  la Exposición de Motivos de la ley 19.550 cuando -al referirse  al art. 1º de la ley-  señala que “la Comisión  estimó prudente hacerse eco  de las críticas que en el derecho italiano  se hicieron a al fórmula “actividad económica” en merito a que ésta,  si bien  implica actividad patrimonial, no significa necesariamente  la finalidad de lucro” 
Sería ello atendible  en el caso de aquellas sociedades constituidas para  la administración o conservación de bienes  o  para la investigación científica. 

Pero, posibilitar la asociación bajo forma de sociedad, implica sostener -como lo hace Nissen- que una sociedad pueda carecer de “hacienda mercantil” (haciendo suyas las palabras del Prof. Enrique Butty) o, lo que es lo mismo, carecer de la actividad mercantil que alude el art. 1º de la ley, cuando establece como requisito esencial para la constitución de la sociedad comercial, que  la misma se dedique a  la producción o intercambio de bienes o servicios.

Compartimos  la calificación de “asistemática” que merece al Dr. Butty el artículo 3º y destacamos que dicha asistematicidad se traduce forzosamente  en la práctica en la inaplicabilidad de los  elementos y requisitos  esenciales a que hace referencia  el art. 1º de la ley de sociedades. 
No existe  en las asociaciones civiles la obligación de efectuar aportes, no existe  la producción o intercambio de bienes o servicios, ni la participación en los beneficios –entendidos éstos en términos económicos, por la doctrina mayoritaria- ni la obligación de soportar  las pérdidas que no está  obligado el socio de una asociación civil . No se dan estos elementos en las asociaciones civiles, porque  esencialmente se tratan de personas jurídicas disímiles en   sus orígenes,  antecedentes y naturaleza. 
 

También hemos hacho referencia  anteriormente
 a  algunas posiciones doctrinarias y jurisprudenciales en torno a este -absolutamente superado-   tema. Como ya hemos destacado Halperìn  justifica la norma del art. 3º, partiendo del razonamiento  según el cual no debe entenderse el concepto de “beneficio” o “utilidad”  exclusivamente desde el punto de vista o de análisis del concepto de lucro.  Fundamenta este razonamiento en aquellos  ejemplos de participación en el resultado de una investigación  o la obtención de una utilidad de orden asociativo.  A partir de este razonamiento que marca un nuevo criterio que se puso de manifiesto indudable en la modificación de la fórmula consagrada en el Código de Comercio. Se trata de la comercialidad por la forma, criterio opuesto al de “comercialidad por el objeto “, que consagraba el viejo Código  de comercio.

Además de lo señalado precedentemente, corresponde agregar que según  Halperìn  la existencia de las sociedades no necesariamente implica ganancias a repartirse. Ejemplo de ello serían los casos de la participación del resultado obtenido en una sociedad que tiene por objeto la investigación científica. Sin embargo una importante corriente destaca como motivo principal  de la figura prevista  en el art.  3º de la ley de sociedades comerciales, una situación de hecho ya existente  al tiempo de vigencia del Código de Comercio. 

VII-  TEORIA DEL NEGOCIO INDIRECTO

Respecto a la noción de “negocio indirecto”, hemos dicho con anterioridad
 que  autores como Messineo se han planteado el interrogante de cómo distinguir el “negocio indirecto” del llamado “negocio fiduciario”. Nuestra opinión  no participa de la idea de asimilar necesariamente a ambas figuras. Negocio indirecto es aquel que se efectúa utilizando una figura lícita para facilitar la obtención  de un resultado, que esencialmente es propio de otra figura jurídica. No se trata de un acto necesariamente simulado, sino que -tal como señala  Mosset Iturraspe- las partes   concretan real y efectivamente un negocio jurídico, pero además de querer el fin que es típico y normal del negocio adoptado, persiguen también  la obtención de fines ulteriores, que son extraños a éste
. Conceptualmente destacamos entonces, que el negocio indirecto en principio, será lícito, salvo que  a alguien perjudique o tenga un fin ilícito. Para lograr ello, creemos  que no necesariamente debe incurrirse en la simulación  de un a acto, dado que  al ley en determinados supuestos expresamente  admite la posibilidad de obtener  fines ulteriores mediante la utilización de figuras distintas. Por lo tanto, si  seguimos la caracterización  que enseña Mosset Iturraspe,  podría  interpretarse que la asociación bajo forma de sociedad  –al estar expresamente prevista en la ley-, el   fin típico  y normal del negocio adoptado y la consecución de ulteriores finalidades extrañas al negocio  coexisten dentro de un mismo plano. 

VIII- Aplicación de la figura de la simulación  lìcita
Previo a definir  a la simulación como figura jurídica corresponde señalar -tal como ya dijéramos en otra oportunidad- que la simulación  en determinadas circunstancias obedece  a cuestiones y orígenes psicológicos diversos. Por ello es que Borda entiende que la simulación puede ser un recurso de autodefensa y de escalamiento. En la vida humana, ocupa un lugar importante simulándose por ejemplo, carácter, coraje, virtud, conocimiento y disimulándose defectos, fracasos y otras condiciones  o conductas propias. Muchos hombres, enseña Franceso Ferrara, son verdaderos artistas en la escena de la vida
. 
En el ámbito de los negocios y actos jurídicos  la simulación  ha  sido entendida y analizada desde distintos puntos de vista. La simulación consiste, según Josserand, en esconder al público la realidad, la naturaleza, los participantes, el beneficiario o las modalidades de la operación realizada: aliud simulator,aliud agitur.

La llamada  simulación lícita corresponderá  a aquella  que no produce perjuicios, porque el perjuicio a terceros  supone siempre la ilicitud de la simulación
. 
Así  conceptualizada la asociación bajo forma de sociedad, se  identificaría con la teoría de la simulación lícita. Ello así dado que al estar expresamente contemplada en  la ley, podría darse  esta interpretación  cuando a nadie perjudique ni tenga un fin ilícito de acuerdo  al artículo 957 del Código Civil.  
Tal como enseñara Borda, la simulación -en sí misma-  no es buena ni mala, dependerá de los fines perseguidos  y resultados alcanzados, es decir los de  efectos que produzca. 
En el caso de la asociación bajo forma de sociedad, al utilizarse a tal efecto  la estructura societaria, además,  estamos en presencia  de un negocio parasocietario  que puede no perjudicar  nadie, puede no tener n fin ilícito, pero implica –aun estando previsto legalmente- un fin extrasocietario  que la propia ley de sociedades en su artículo 54, prohíbe y sanciona

Por todo ello es que para la elaboración de este Proyecto de Ley hemos respetado y seguido las importantes opiniones que  desde hace  tiempo la mayor  parte de la calificada doctrina societaria  de nuestro País, viene  sosteniendo y proclamado, que es la necesidad de modificar o –incluso-  derogar
 este artículo  de la ley 19.550 y  por lo tanto bien podemos decir que   la Ley de Asociaciones Civiles,  modifica expresamente el artículo 3ª de la ley 19.550  y establece y sanciona, –sin hacer prevalecer la finalidad de obtener la cuota liquidatoria a los accionistas, ni la inversión a accionista alguno- un importante instituto jurídico que  es el de la “asociación civil con    forma propia”. 
Esto obedece a que el artículo 4º proyectado y aprobado por el Senado el 19 de noviembre de 2003,  que  ha sido mejorado ya que  aclara y no deja posibilidad de duda en cuanto a la supremacía de este con respecto al artículo 3º de la ley 19.550,  con el agregado indudable de la última parte del artículo modificado con esta nueva presentación parlamentaria que   establece lo siguiente: 

ARTÍCULO  4º.- Forma propia: Las asociaciones civiles se constituirán conforme a lo   establecido en esta ley. No pueden adoptar la forma de otra persona jurídica de  carácter   privado  para su constitución. No será de aplicación  lo establecido en el artículo 3º de la ley 19.550”.
IX- transformación de una asociación constituida  bajo la forma de sociedad en una asociación civil propiamente dicha (Análisis de la resolución dictada por la INSPECCION  GENERAL DE  JUSTICIA  en las actuaciones “San Isidro Golf  Club s/ transformación” el 26 de enero de 2005, EXPTE. Nº  C-1.727.092

El centenario Organismo de Fiscalización y Control de las  Asociaciones Civiles resolvió en estas actuaciones una cuestión no tan frecuente en la práctica del derecho societario argentino desde que entrara en  vigencia la ley 19.550,  que está dado por un caso de transformación de una asociación civil constituida bajo la forma de sociedad  anónima,   en una asociación  civil propiamente dicha. 

Decimos no tan frecuente dado que el instituto de la transformación legislado en el artículo 74 de la ley de sociedades claramente establece que “hay transformación cuando una sociedad adopta otro de los tipos  previstos. No se disuelve la sociedad ni se alteran sus derechos y obligaciones.”
Este cambio estructural bien puede estar motivado  en nuevas necesidades organizativas de la empresa que nunca puede significar la disolución de la misma ya  que el artículo expresamente así lo establece. 

Se trata de un  cambio de estructura de acuerdo a otro  de los tipos regulados en la ley, pero no contempla la ley de sociedades la  posibilidad de transformación de las mismas  en otro tipo de persona jurídica  de carácter privado como es el caso de una asociación civil.

Inverso  fenómeno es el que  alguna vez se intentó y -felizmente  para la seguridad jurídica y  la paz social de los argentinos- no prosperó que fue la inadmisible intención de   de transformar a las asociaciones civiles en sociedades anónimas, violando lo que expresamente  establece el artículo 50 de Código Civil desde el año 1871 en nuestro País
. 

El criterio  que implementó la Inspección General de Justicia fue, sin embargo fue el de admitir esta transformación dado que la entidad San Isidro Golf Club,   si bien  adoptó la forma de sociedad anónima  al momento de su constitución, es decir  se constituyó conforme a la posibilidad que  regula el artículo 3º de la ley 19.550, no menos cierto es que   esta forzada o –en todo caso- “lícitamente simulada” comercialidad de las estas entidades no pueden nunca  enmascarar in totum la realidad subyacente que está dada por la esencia   de esta entidad , cuyo objeto no es la producción o intercambio de bienes o servicios, sino la práctica de un deporte. 
También resulta relevante destacar  que  desde siempre se ha considerado a las entidades que tienen  tal objeto, como entidades con un “objeto de bien común” que al Estado le interesa  y por ello es que las autoriza  a funcionar con el carácter de persona jurídica  de asociación  civil sin fines de lucro a las que tienen este tipo de  objeto. 
La práctica, difusión y promoción  de actividades sociales y deportivas, independientemente  del deporte que sea,   desde siempre  ha sido considerado como un objeto  comprendido dentro del requisito de “tener por principal objeto el bien común”  establecido en el Artìculo33, 1º  Inc.,  segunda  parte del Código Civil. 
Es decir las  asociaciones deportivas, y los clubes  deportivos han sido desde siempre consideradas asociaciones civiles en nuestro país, independientemente de la forma, ya que ello está dado por el tipo de objeto que desarrollan. Esta afirmación queda claramente puesta de manifiesto en el caso de lo resuelto por la IGJ.  en este caso comentado .

También es por ello que nos  hemos manifestado por la improcedencia de transformar una asociación civil en una sociedad anónima lo cual queda puesto de manifiesto en el artículo 4º del Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles cuando en su segunda parte  establece que “no pueden adoptar la forma de otra persona jurídica de carácter  privado para su constitución”. 

Efectuadas estas indispensables aclaraciones conceptuales  para  interpretar en un análisis exegético y finalista el acto administrativo de alcance particular dictado por el organismo estatal de fiscalización y control de las asociaciones civiles,   corresponde tener en cuenta  algunos  aspectos referidos en sus  Considerandos.

En primer lugar resulta acertado el criterio que señaló   el considerando 2 de la resolución en cuanto a que  ratifica lo  manifestado por la Inspectora del Dpto. de Inspectores Calificadores dictaminante,  Dra. Graciela Junqueira. 
Entendió la Funcionaria que “…resulta aplicable al caso lo dispuesto por  la ley 19.550,  por cuanto si bien  la requirente es una asociación civil que adoptó la forma de una sociedad comercial, a ésta le resulta aplicable dicha normativa, requiriendo en consecuencia aquella funcionaria una serie de documentos y datos que fueron detallados a fs. 130 de las presentes actuaciones…”
En segundo lugar, también parecen conducentes las providencias simples  del otro dictaminante, Dr. Enrique  Skiarslki en el sentido de  acumular, -sin agregar-, el expediente de estatutos de la entidad “San Isidro Golf Club Sociedad Anónima”, requiriéndose acompañar un dictamen  y el balance de transformación  dado que la transformación afecta derechos económicos de los accionistas a la distribución del remanente consagrado en el vigente artículo 21 del estatuto…”, lo que fue reiterado por este Inspector el 4 de marzo de 2004, como también correspondía  reiterar las vistas con pedidos de aclaraciones  que fueron satisfechos por el escribano actuante, cuando también informó al organismo de fiscalización y control,   ilustrando  el derecho a voto de las acciones  en la asamblea del 20 de noviembre de 2003, según surge del mismo considerando de la resolución comentada.

Resulta interesante al caso planteado y  la resolución –en tal sentido- bien puede ser analizada como un precedente en este tema,  señalar  que “..Finalmente, y en cuanto a los derechos  económicos de los accionistas, supuestamente afectados por la transformación de la entidad, conforme a lo dictaminado por los Inspectores Skiarski  y Junqueira, el escribano “dictaminante” entendió  que “no había  derecho de los accionistas que pueda verse afectado” lo cual mereció una nueva observación, en este  caso del Dpto. Contable referido a la afectación  de los  derechos económicos  de los accionistas por motivo de la transformación con relación  a la distribución del remanente, lo que motivó  un extenso escrito  del profesional dictaminante  en el que señala que el San Isidro Golf Club siempre funcionó como una asociación civil bajo forma de sociedad, conforme al artículo 3º de la ley 19550 y el ejemplo de ello lo constituye la restricción  de  las acciones, la imposibilidad de distribuir utilidades y fundamentalmente la circunstancia de que jamás  en 90 años de vida la sociedad distribuyó dividendos.

Compartimos el criterio principal seguido en los distintos considerandos,  en tanto y en cuanto en el punto 8 se indica que “el suscripto (por el Inspector General de Justicia) comparte plenamente las conclusiones expuestas por la Sala B de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, en el caso “Arce Hugo contra Los Lagartos  Sociedad anónima sobre nulidad de asamblea” con la importancia de este  fallo y dentro del mismo, la relevancia del voto del Dr. Enrique Butty, resulta digna de destacarse    por todos los temas por el  tratados,  como el de la “fuerte asitematicidad” y al indicar que “resulta conceptualmente incompatible con el campo delimitativo  que para la materia societaria  mercantil determina el artículo 1º del ordenamiento legal societario, también deja traslucir su opinión en el sentido de que no obstante ello  la ley que regula esta “asistemática” -pero lícita-  figura jurídica es la del ámbito societario  y no otra la que las comprende, por lo que quedan comprendidas la asociaciones bajo forma de sociedad, como en este caso plateado,  por los distintos institutos  establecidos  para  las S.A.  en la  ley 19.550.

Resulta interesante el criterio seguido por  la Dra. Junqueira  cuando señala que  “… de manera tal que se admitirá la pretensión de la sociedad anónima  requirente, pues no se  trata de otra cosa  que readquirir aquella  su verdadera identidad y naturaleza, que no es otra que la asociación civil. La mejor prueba de ello, es (paradójicamente según nuestro criterio) uno de los argumentos  expresados por el Escribano  dictaminante,  cuando claramente señala que  la mejor prueba de  ello la  encontramos en el hecho de que la entidad  nunca ha distribuido  utilidades entre sus socios  y jamás ha remunerado a  sus administradores, lo cual constituyen dos notas típicas que caracterizan  a las entidades previstas en los artículos 30 al 50 del Código Civil…”

Atento, entonces a lo que siempre hemos entendido  y hemos analizado en otra parte de ese artículo sobre toda esta temática, siguiendo las enseñanzas del Dr. Enrique Butty, no tenemos dudas en cuanto a que el régimen aplicable a las entidades constituidas bajo el modelo del artículo 3º de la ley 19.550 es precisamente (como lo indican sus antecedentes, finalidad buscada con su utilización ( de allí la aplicación de la teoría del negocio indirecto y de la simulación lícita, como se señala anteriormente),  y los casos ya existentes antes de la sanción de la ley de en 1972, caso Club Atlanta, Tortugas Country Club e Hindú Club) que desde entonces en la Argentina siempre y básicamente se  constituyeron bajo la forma de sociedad comercial,   para poder aplicárseles y quedar comprendidas por el régimen societario y tener derecho, -entre otros-  al dividendo y a la cuota liquidatoria  en caso de disolución y liquidación. El hecho de que en la práctica el San Isidro  Golf Club no repartiera dividendos no constituye un argumento suficiente  como para sostener  que no se le aplica la  ley 19.550. 
Atento además a que se ha respetado  en sus partes aplicables pertinentes la ley de sociedades y demás disposiciones normativas administrativas por el organismo  en todo el trámite previo al dictado de esta resolución que aprobó la transformación del San Isidro Golf  Club S.A. en asociación civil,  y que en la faz interna fuera aprobada tal decisión por una asamblea de accionistas conforme corresponde a toda Sociedad Anónima, compartimos in totum la resolución dictada por la Inspección General de Justicia el 26 de enero de 2005 en el expediente nº C-1.727.092 correspondiente a la asociación civil “San Isidro Golf Club”
Como conclusión final de este comentario, bien podemos decir que se ha planteado  en este expediente administrativo uno de los tantos matices  de la problemática en torno al instituto de la asociación bajo forma de sociedad, establecido  en el ordenamiento jurídico  argentino en el “asistemático”  artículo 3° de la ley 19.550. La “fuerte asitematicidad” que presenta esta norma, (en  los términos seguidos  y muy bien analizados   por  el Dr. Enrique Manuel  Butty en el

Fallo de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial de la Capital Federal, Sala “B” en autos “Arce Hugo c/ Los Lagartos  Country Club s/ Nulidad Asamblearia”)  

X- FUNDAMENRTOS E IMPORTANCIA DEL PROYECTO DE LEY DE ASOCIACIONES  CIVILES  EN  EL ORDENAMITNO JURÌDICO ARGENTINO

La importancia de las asociaciones civiles en el seno de toda comunidad, se origina en la  “sociabilidad” del ser humano. En primer lugar corresponde señalar que dicha sociabilidad del hombre como característica esencial del mismo, ha sido analizada en la cultura grecolatina desde la antigüedad hasta nuestros días. La manifestación más acabada de ello nos la da Aristóteles cuando elabora su teoría y definición del hombre como “animal político” (el zoom politikón aristotélico). Claramente está postulado este pensamiento en “La Política”, Libro 1°, Capítulo 1° donde el filósofo señala:

“El hombre es un ser naturalmente sociable y el que vive fuera de la sociedad por organización y no por fruto del azar, es ciertamente, un ser degradado o un ser superior a la especie humana, y a el pueden aplicarse aquellas palabras de Homero: sin familia, sin leyes, sin hogar...”

Es a partir de aquí donde se desarrolla – en la cultura grecolatina – esta concepción filosófica, que habrá de alcanzar el reconocimiento en el derecho romano – y en las corrientes que lo si siguieron como nuestro sistema jurídica – del “derecho a asociarse”,  o “derecho de asociación” como un derecho natural del hombre. Es por ello y a partir de estos antecedentes que los constituyentes de 1853 en nuestro país, garantizaron el derecho de “asociarse con fines útiles” en el artículo 14 de la Constitución Nacional.

Con respecto a los límites al derecho de libre asociación podríamos afirmar – tal como señalamos anteriormente – que la primera restricción se encuentra presente en nuestra Carta Magna, al hablar de “fines útiles”. Noción ésta, que si bien no está definida en artículo alguno, entendemos que se refiere a la utilidad general, es decir debe medirse que un fin es útil, considerando para ello a la comunidad en su conjunto, la que será en definitiva la destinataria de la citada utilidad, a partir del cumplimiento del objeto tendiente al bien común de la asociación, para el  cual el Estado otorga personería jurídica.

Los constituyentes argentinos en el año 1853, entonces, reconocieron el derecho natural de asociación, al fijar en el artículo 14 el derecho de “asociarse con fines útiles”. Este artículo, del mismo modo que lo hacen los artículos 14bis, 17, 18, 28, 33, 42 y 43 de la Constitución Nacional, declaran los derechos constitucionales que explícita  o implícitamente reconoce el Estado Argentino a sus ciudadanos o habitantes.
Pero el ejercicio de los derechos y garantía reconocidos en el artículo 14 no debe interpretarse en forma absoluta, dado que el mismo artículo antes de su enumeración dispone que los habitantes gozan de lo siguientes derechos “conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio…”.

No obstante a la vigencia de mas de un siglo y medio de esta norma constitucional y a que la Nación Argentina cuenta en su  ordenamiento jurídico con mas de 26.000 leyes, nunca se ha dictado la ley que reglamente plenamente el derecho de asociarse con fines útiles. Por eso es que no puede desconocerse la importancia de este Proyecto y la que tendrá la ley, sumada a su funcionalidad de cubrir una verdadera “laguna del derecho” de nuestro país.
Cuando en el año 1869 el Dr. Dalmacio Velez Sarsfield elabora su monumental obra, - el Código Civil -, incorporó a las asociaciones civiles en el inciso 5° del artículo 33 destacando que son aquellas que tienen “por principal objeto el bien común”.

 Este requisito y característica esencial de las mismas, no fue alterado por la ley 17.711, si bien modificó el artículo 33 de Velez Sarsfield.
Sabido es que éste tomó de Freitas las disposiciones contenidas en los artículos 30 al 50 del código quien, a su vez, se inspira en las ideas de Savigny.
Efectuando una muy acotada conceptualización de la noción de bien común, deberíamos señalar – en primer término -  que el artículo 33 de Velez Sarsfield no lo definió como tampoco lo hizo la ley 17.711 en 1968 no obstante a haber modificado dicho artículo. Por ello es que el requisito de objeto de bien común en las asociaciones civiles no es una cuestión novedosa, sino un requisito que tienen una larga tradición de más de 120 años en el ordenamiento jurídico argentino.
. 
El debate sobre este tema, - tal como señaló en su momento la Inspección General de Justicia - : “...no es reciente, ni mucho menos novedoso. El Dr. Paez cuya obra “El derecho de las Asociaciones” data de 1940, entendía que en las asociaciones civiles el bien común estaría constituido por la “utilidad pública”, por su “utilidad general”. El Dr. Salvat señala que el bien común es el “interés colectivo” (Salvat “Derecho Civil Argentino”, t. 1. Bs. As. 1931, 1207).” 

Más recientemente en Dr. Borda – cuya influencia en la redacción del año 1968 a nadie escapa – señala que las críticas que la doctrina efectuara al exigirse un objeto de bien común no eran decisivas. Al exigirse un objeto de bien común, señala el autor, se da en realidad la razón misma, la justificación de la existencia de estas entidades, pues precisamente porque persiguen este fin, debe reconocérseles personería.

Además de ello, la Corte Suprema de Justicia de la Nación definió el bien común como “ el conjunto de condiciones de la vida social que hacen posible tanto a la comunidad como a cada uno de sus miembros, el logro más fácil de su propia perfección  (Fallos : 2995-175), comprensivo del bienestar general invocado en el Preámbulo en la Constitución Nacional y la prosperidad del país mencionada en el artículo 67, inc. 16 de ella (Fallos: 179-113)”
 

Las asociaciones civiles son la manifestación más clara, importante y destacada del ejercicio del derecho de “asociarse con fines útiles”, que en nuestro país desde el año 1853 tiene rango constitucional.  
Además de ello, si analizamos la relación existente entre el derecho de “asociarse con fines útiles” y el “objeto de bien común” que tienen este tipo de entidades, podemos deducir su importancia y trascendencia en la comunidad en su conjunto, dado que la utilidad de la que nos habla el artículo 14 de la CN debe ser entendida como la “utilidad general”, es decir,  consideramos que un fin es útil cuando la comunidad en su conjunto se beneficia con el objeto de bien común que las asociaciones desarrollan y llevan a cabo. He aquí la principal razón de su importancia y de la trascendencia social que tiene este Proyecto de ley.
Esto no es solamente un planteo, discusión o debate jurídico o dogmático, sino que es una realidad claramente apreciable en la República Argentina.

Las asociaciones civiles han existido desde nuestros orígenes históricos mismos y en los últimos años se han ocupado de desarrollar actividades de bien común que el Estado argentino había dejado de ejercer.

Como  ejemplo de ello podemos destacar las actividades de ayuda solidaria que desinteresadamente brindaran -entre otras-  la CRUZ ROJA ARGENTINA y otras entidades como CARITAS con motivo de las inundaciones producidas en abril de 2003 en la Provincia de Santa fe, las actividades de asociaciones cooperadoras de comedores, hospitales y tantas otras que la sociedad civil desarrolla, justamente a través de asociaciones civiles.

Para poner de relieve la tremenda importancia de las funciones de las asociaciones civiles en la República Argentina dentro de los “Fundamentos” señalados por la Senadora Malvina Seguí cuando se presentó el Proyecto de ley de Asociaciones Civiles en el mes de mayo de 2202, se hizo referencia a algunos ejemplos importantes como las sociedades filantrópicas pioneras de la salud pública, clubes sociales, culturales y deportivos, la UIA. (Unión Industrial Argentina), las cámaras Empresarias, Comunidades religiosas y étnicas, a los que también podemos agregar asociaciones civiles en nuestro país, el hecho de que la reforma constitucional de 1994 incorporó en sus artículos 41, 42, 43 a las asociaciones de consumidores y usuarios, a las asociaciones defensoras del medio ambiente y les dio legitimación activa para interponer acción de amparo.         

Además, no existe duda con respecto a que las asociaciones civiles son las figuras jurídicas que  
-por su esencia y finalidad- corresponde adoptar por el  llamado “Tercer sector” y por las conocidas ONG. Estas básicamente son asociaciones civiles en la Argentina y en  el mundo.
 

La historia, la realidad actual y la futura de la comunidad argentina y mundial nos demuestran con toda claridad la tendencia cada vez mayor hacia el asociacionismo
, lo que implícitamente nos habla de la trascendencia de las asociaciones civiles.   

XI- Situación legislativa actual  de asociaciones civiles en la República        Argentina

Corresponde destacar que – no obstante a lo hasta aquí señalado- las asociaciones civiles no tienen en el ordenamiento jurídico argentino no ha existido presentado para su aprobación un proyecto de ley especial de alcance nacional como este que regule integralmente todos los institutos jurídicos que comprenden estas personas jurídicas (órganos sociales, autoridades, objeto, actividades, funcionamiento, distintos grados de asociaciones, disolución, liquidación, etc.).

Respecto a esta situación, ya el Dr. Paez nos transmitía con cierta preocupación allá por el año 1940: “...De las asociaciones no ha dignado ocuparse el pretor...”

Si, en cambio, otras personas jurídicas de carácter privado como las sociedades comerciales (ley 19.550), las fundaciones (ley 19.836) las asociaciones mutuales (ley 20.321/73) o las sociedades cooperativas (ley 20.337/73) tienen en el derecho argentino sus respectivas leyes especiales de alcance nacional. 

Si tenemos en cuenta la  cantidad y la importancia de algunas de estas normas, que no fueron dictadas por el Congreso de la Nación como la ley de sociedades comerciales y la ley de fundaciones y, si tenemos presente que dichas leyes no fueron debatidas en el seno del Congreso de la Nación,  no podemos actuar por omisión en este caso y desaprovechar la oportunidad actual de nuestro país, de plena vigencia y funcionamiento de las Instituciones Republicanas de Gobierno, en la cual uno de los Poderes del Estado, el Poder Legislativo en su carácter de “ Autoridad de la Nación” – como lo establece la Constitución Nacional en su segunda parte – ha sido quien ha elaborado, donde se ha debatido, donde se expuso y finalmente se sancione la Ley de Asociaciones Civiles, para ser luego promulgada por el Poder Ejecutivo, es decir respetando el procedimiento de sanción de las leyes que nuestra Constitución tiene expresamente establecido.

La difícil situación institucional por la que nos tocó atravesar a los argentinos desde el tristemente recordado 6 de septiembre de 1930 por el nefasto accionar de quienes violaron la Constitución Nacional, las Instituciones de la República y el derecho de asociación -entre otros-  ha contribuido en gran medida a que en la Argentina pesar de tener mas de 26.000 leyes, no tengamos una ley de asociaciones civiles.

XII- ANTECEDENTES DEL  Estado parlamentario, exposición y debate del  proyecto de ley de asociacioes civiles

Previo  a analizar los antecedentes históricos y  jurídicos  de los Institutos  que regula  y que incorpora  en nuestro ordenamiento positivo este proyecto de ley, aclaramos que, hay que analizar el espíritu y la filosofía del legislador respecto del mismo,  puesto que, como ya lo expresaba Platón  lo ordenado por una ley es un juicio  de la razón, un logismos, que se torna decreto del Estado, dogma poleos, y entonces aquel logos, aquella concepción  esencial, de donde deriva la regla para la acción o praxis de los miembros de la sociedad, es algo que debe preconocerse para comprender la norma de que se trata. O sea, el estudio de la dogmática legal, vale decir de la ley positiva, requiere fundamentalmente la aprehensión  de la idea interna con la cual el legislador  articuló  ese dogma
.

A partir de esta concepción ius filosófica que nos transmite el gran Maestro argentino Dr. Arturo Enrique Sampay
 y,  atento  a la importancia que tiene para el derecho privado argentino,  su difusión y debate en los más importantes ámbitos académicos de nuestro País, su trascendencia social y,   teniendo en cuenta el antecedente de su media sanción legislativa con la aprobación  del Senado en el año 2003, sus modificaciones  y mejoras que  coadyuvaron con el nuevo  estado parlamentario, entendemos que todo ello hace necesario efectuar una  breve referencia en este punto a determinados aspectos y antecedentes del Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles.

En lo que respecta a los antecedentes, entonces, hay que señalar que luego de su elaboración, que se efectuara  durante el año 2001 con la Senadora  Nacional por la Provincia de Tucumán, Dra. Malvina María Seguí, bajo la supervisión de los  Dres. Alberto Gnzalez Arzac y Alberto Biagosch  en  los aspectos constitucionales y de su técnica legislativa, respectivamente,   el proyecto de ley ingresó  a  la Cámara de Senadores el día 16 de mayo de 2002, y al día siguiente pasó a  estudio de las Comisiones de “Legislación general”  y de “Presupuesto y Hacienda” de la Cámara Alta.  

En el mes de junio de  2002, la -entonces- Presidente de la Comisión de Legislación General, Senadora Nacional por la Provincia de San Luis, Dra. Liliana Teresita Negre de Alonso nos invitó junto  a los asesores de la Senadora Seguí, Dres. Alberto Biagosch y Alberto González Arzac a tratar, considerar, a exponer, explicar y  debatir el proyecto en la reunión de la Comisión de Legislación General del Senado de la Nación, que efectivamente se  celebró el día 25  de junio de 2002 en el Salón Arturo Illia  de la Cámara Alta  en  el Palacio Legislativo.

Luego de la exposición que efectuamos ante los Senadores integrantes de esta comisión parlamentaria se efectuaron  los comentarios, tras lo cual  nos tocó efectuar  su detenido análisis, y su fundamentación para iniciar el correspondiente debate del proyecto, tras lo cual fue aprobado por unanimidad de votos de los Senadores integrantes de las dos comisiones,  pertenecientes a distintos partidos políticos, con lo cual debía pasar al  recinto de la cámara para su tratamiento y aprobación.

No obstante este importante antecedente en su “ iter sancionatorio”, algunas circunstancias referidas al Juicio Político que terminó con la destitución de un Ex Juez de la Corte Suprema de Justicia de la Nación,    determinaron en aquella época  que su tratamiento en el plenario de la Cámara Alta, tuviera que aguardar hasta el mes de noviembre del año 2003.  

Efectivamente el miércoles 19 de noviembre  de 2003 en  el recinto de la Cámara de Senadores el Proyecto fue  aprobado, previo acuerdo celebrado entre los distintos bloques, según el cual - teniendo en cuenta sus antecedentes – el Proyecto habría de ser tratado capítulo por capítulo. 

En tal sentido, en sesión de la Cámara Alta con el quorum necesario, presidida por el Sr. Vicepresidente de la República en su calidad de Presidente del  Senado,  se  fue sometiendo a consideración de los Senadores todos y cada uno de los diez (10) capítulos que integran la ley los que fueron aprobados por unanimidad de votos.

Con ello, bien podemos decir,  que fue el propio seno de la cámara Alta  en el que se dio el primer debate del Proyecto.

También corresponde destacarse que con anterioridad a su aprobación, el proyecto  ya había sido debatido en ámbitos académicos. El mismo fue incorporado especialmente dentro del temario y tratado en la X Reunión Nacional de Autoridades de Control de Personas Jurídicas y Registro Público de Comercio, celebradas en San Miguel de Tucumán los días 4, 5 y 6 de septiembre de 2003
.

Luego de manifestadas las respuestas a los interrogantes planteados en el debate, mas allá de algunas opiniones encontradas referidas a algunos artículos muy puntuales
,  se concluyó en forma prácticamente unánime sobre la importancia que implicaría poder contar en nuestro país con una ley nacional de Asociaciones Civiles para unificar los criterios de las distintas jurisdicciones y en el hecho valioso en sí mismo, - más allá de las críticas y comentarios suscitados -, de poder debatir públicamente un proyecto de ley que se originó uno de los Poderes e Instituciones Republicanas de Gobierno del Estado, tal como lo establece la Constitución Nacional gracias a Dios, vigentes en nuestro país, destacándose que por ser una ley Nacional que habrá de integrar el Código Civil, debe aprobarla el Congreso Nacional.

Durante al año 2004, el proyecto también fue ampliamente analizado y debatido en distintos ámbitos  académicos. El día 29 de junio, por pedido del entonces  Inspector General de Justicia, el Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles  fue explicado, analizado y posteriormente debatido  en el marco del “Seminario de Análisis de las Nuevas Resoluciones  de la Inspección General de Justicia”, organizado por este  organismo juntamente con la Universidad Notarial Argentina. En este  mismo ámbito académico fue especialmente debatido en la “Reunión del  Instituto de Derecho Comercial de la Universidad Notarial Argentina”,  celebrada el 26 de agosto  de 2004 por un importante panel de debate  integrado por los Dres. Facundo Biagosch,  Eduardo Favier Dubois (p) Alberto González Arzac y Guillermo  Ragazzi, moderado por  el  Director  de  dicho Instituto,  el  Dr. Eduardo Favier Dubois (h).

Además de la importancia de las exposiciones  de los panelistas invitados,  cobró mayor trascendencia aquel debate,  por haber contado con la presencia y participación, -no tan frecuente en otros ámbitos académicos-,   de tres Ex Inspectores Generales de Justicia,  el Dr. Alberto González Arzac, el Dr. Guillermo Ragazzi y el  Dr. Ricardo Nissen y del Subinspector General de Justicia, actualmente a cargo de la Inspección  General de Justicia Dr. Hugo Rossi  Además de estar presentes  y opinar a favor de la sanción legislativa del proyecto importantes representantes de llamado “Tercer Sector“  y de algunas ONG., se efectuaron diferentes interpretaciones  sobre algunos artículos  y se destacó la participación de distintos miembros del Instituto  dentro de las cuales podemos mencionar la opinión a favor de la “necesidad  de la sanción del proyecto de ley,  que  debe integrar el Código Civil por ser nuestro derecho de fondo de carácter federal”,  del entonces Presidente de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial de la Capital Federal, Dr. Enrique Butty y la opinión  en general a favor del proyecto, mas allá de algunas consideraciones particulares de ciertos artículos y casos muy puntuales.

Luego de haber sido  presentado el Proyecto  y debatido en la ponencia correspondiente  en la Comisión I, la “necesidad de sancionar  la ley de Asociaciones Civiles”, fue manifestada dentro de las “Conclusiones”  del “IX Congreso Argentino de Derecho Societario y V Congreso Iberoamericano de Derecho Societario y de la Empresa”, celebrado en San Miguel de Tucumán los días 22 al 25 de septiembre de 2004.

A partir de estos importantes  debates y teniendo en cuenta los antecedentes de su estado parlamentario con media sanción legal,   la Asociación de Graduados de la Facultad de Derecho de la  Universidad Austral, organizó el día 28 de octubre de 2004 un importante debate académico  que contó  con la presencia y participación de distinguidos juristas y calificados profesores de esta casa de Altos Estudios como los Drs. Julio César  Otaegui, Ariel Ángel Dasso, Guillermo Matta y Trejo, Guillermo Ragazzi, y de otros importantes juristas y hombres del derecho argentino como los  Dres Felipe y Alberto González Arzac,  Alfonso Santiago (h), Sebastián  Balbín, Hernán Ferrari, Ariel Gustavo Dasso, Javier Dasso, Julio De Orué, Ricardo Cony Etchart,  Alberto Biagosch, el actual Diputado Nacional Dr. Pablo Tonelli y del Sr. Procurador General del Tesoro de la Nación, Dr. Osvaldo Guglielmino.
En este importante ámbito académico, al que fuimos invitados en nuestra calidad de graduado Magíster en Derecho Empresario de la  Universidad Austral y de colaborador en la elaboración  del Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles, nos referimos  a los fundamentos, antecedentes, importancia, y al análisis exegético y finalista del proyecto de ley. Participaron especialmente del debate, - moderado y coordinado por la Presidente de la Asociación de Graduados, Dra. Susy Bello Knoll-, los Dres. Julio Cesar Otaegui, Alberto Gonzalez Arzac, Guillermo Ragazzi, Alfonso Santiago (h), Felipe González Arzac,  Aaron Gleizer (en su calidad de asesor de la Cámara de Diputados). Las conclusiones del mismo  fueron remitidas a la -entonces-  Secretaria de Política Judicial y Asuntos Legislativos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos,  Dra. Maria José Rodríguez, quien como Secretaria de Estado y Magíster en Derecho Administrativo de la Universidad Austral,  expresamente se manifestó “interesada” en el proyecto de ley, motivo por el cual solicitó las conclusiones de este importante debate académico. 

Con posterioridad a ello, el día 22 de noviembre de 2004 el Proyecto fue nuevamente debatido en un panel de debate  integrado por el Dr. Facundo Biagosch, Alberto González Arzac y Guillermo Ragazzi,  organizado por la Comisión de Derecho del Deporte del Colegio de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires y auspiciado por el Comité Olímpico  Argentino,  con conclusiones favorables a la necesidad de su sanción legal.

En el año 2005 el proyecto también fue analizado  en cuatro debates. El  primero  se celebró en el ámbito de la Defensoría del Pueblo de la Nación, Institución que nos honrara con  su invitación el día 14 de marzo en el que participaron gran cantidad de habitantes y ciudadanos de la Ciudad de Buenos Aires, interesados en el tema.
Con posterioridad a ello el Instituto de Derecho Comercial del Colegio Público de Abogados de la Capital Federal  organizó un debate para analizar y debatir con colegiados dedicados al tema el Proyecto de Ley y  el día 29 de mayo y en ámbitos privados,  la Cámara Argentino Danesa de  Industria y Comercio organizó una jornada de exposición o y debate con los representantes de las  cámaras binacionales de industria y comercio.  

Con anterioridad, el  día  4 de abril de 2005 también se llevó a cabo otro importante encuentro académico de debate en el llamado “foro de asociaciones civiles” organizado por la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos  Aires, y por el  Club  Atlético River Plate.

El objeto de dicho encuentro académico fue la explicación,  análisis  y posterior debate abierto entere los panelistas y el público del  “Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles” (que cuenta con media sanción del Honorable Senado de la Nación y se encuentra en revisión  de la Honorable Cámara de Diputados  actualmente)
.

El mismo contó  con una  importante convocatoria, tal como quedó  acreditado con la numerosa y calificada concurrencia entre los que se destacaban Legisladores Nacionales,  como el Diputado Nacional  Héctor R.omero, en su calidad  de Presidente  de la Comisión de Asuntos Cooperativos, Mutuales y ONG’s de la Honorable Cámara de Diputados de la Nación,  funcionarios y ex funcionarios  del Dpto. Asociaciones Civiles y Fundaciones de la  Inspección General  de Justicia que, -ante la imposibilidad  de concurrir por razones de fuerza mayor de su Jefe, Dr. Luis María Calcagno-,   estuvo representado por su Subjefe, Dr. Bernardo Saravia y los Inspectores de dicho Departamento,  Dres.  Pedro Dolan   y Gerardo Ganly, además de contarse también con la presencia del Dr. Carlos Losada Allende,  Ex Jefe del Dpto. Asociaciones Civiles y Fundaciones, del ex Vicepresidente de   Nación Seguros S.A., Dr. Horacio Varela además de contar con la presencia de Directivos  de una de las instituciones organizadoras, como el  Dr. José Marìa Aguilar y Dr. Julio Macchi en sus  calidades  de Presidente y vicepresidente I respectivamente del  Club Atlético River Plate y directivos de otras asociaciones civiles interesadas en el Proyecto de Ley, además de  Magistrados Nacionales, Profesores especialmente invitados como el Dr. Oscar Ámeal y representantes del Tercer Sector y de varias ONG.,  como el Dr. Osvaldso Loisi, en su calidad de Presidente de la Fundación Liga de Consorcistas de la República Argentina.

La prensa  escrita y televisiva  se había encargado de publicitar este encuentro académico  y entre otras tantas publicaciones, cobró gran notoriedad y repercusión social el  artículo publicado por el Diario Clarín en la sección Sociedad, página 38 del día  lunes  4 de abril de 2005.                                 

Para exponer sus ideas y consideraciones sobre el Proyecto  en el debate académico,  fueron  convocados especialmente  dos Ex Inspectores Generales de Justicia, Dres. Alberto  González  Arzac y  Guillermo  Ragazzi, además  del    autor de este trabajo, en nuestra calidad de Inspector del  Dpto.  Asociaciones Civiles y Fundaciones de la Inspección General de Justicia,    quienes integramos  el panel de expositores   junto a  los Dres.  Josè María Gastaldi  y Eduardo Mario Favier Dubois (p).  
    Siendo las 16 hs., -previo encuentro de los expositores con el Sr. Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires,  Dr. Atilio A. Alterini- , se dio comienzo en el  Salón Auditorio a la Jornada de Debate del Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles con las palabras de bienvenida de éste. El interesante debate abierto se desarrolló  hasta las 21 hs.  con el publico en general  y los  panelistas.     
    Surge de lo hasta aquí indicado en este punto que el Proyecto de Ley ha sido materia de minucioso análisis, discusión y debate en distintos ámbitos académicos, además de ámbitos privados. Es decir,  se  lo ha conocido al tiempo que  han participado de su análisis no solo calificados exponentes de la  Doctrina argentina en su condición  de fuente medita del derecho, sino  también ha podio participar y ser oídos los destinatarios de la misma, como  importantes ONG, y otros representantes del Tercer Sector. 

     Esta situación objetiva, que no se ha dado en ocasión de la sanción  de otras leyes que regulan personas jurídicas de carácter privado en nuestro País, como las leyes de sociedades comerciales y la  de fundaciones, -por un lado-  no hace mas que remarcar la importancia  y trascendencia social que tiene  este Proyecto de Ley y-por otro lado- ha servido para enriquecer las interpretaciones, modificar criterios  y mejorar ciertos institutos que regula, tal como se ha efectuado en su segunda presentación  del 4 de mayo de 2005 de la Senadora Liliana Negre de Alonso.   
 XIII- analisis y tecnica juridica del proyecto de  ley
En cuanto a la técnica y las fuentes normativas analizadas para la elaboración de este proyecto, se consideraron leyes en vigencia en nuestro país como las mencionadas ley de sociedades comerciales, ley de fundaciones, ley de sociedades cooperativas y de asociaciones mutuales, cuya aplicación supletoria resulta necesaria al día de hoy y nos obliga a ello, la falta de una ley que regule en todos sus aspectos a las asociaciones civiles. 

También fueron considerados otros proyectos de ley como  el “Proyecto de Código Civil unificado con el Código de Comercio” del año 1999 y -muy especialmente-  los criterios y Normas de la Inspección General de Justicia de la Capital Federal (Res. (G) I.G.J.P.  N°: 6/80 aprobatoria de las “NORMAS DE  LA INSPECCION GENERAL DE JUSTICIA”) .Pero no fueron  consideradas las “Nuevas Normas de la Inspección General de Jusrticia, en vigencia desde febrero de 2006 aprobadas por ña Res. (G) IGJ.  Nº: 7/05 por ser muy posterior al Proyecto de Ley.

Si, en cambio,  fueron consideradas   distintas disposiciones normativas y criterios aplicados por las Direcciones de Personas Jurídicas de las Provincias del interior del país (casos de las Provincias de Buenos Aires, Tucumán, La Pampa).

Estos criterios no son uniformes en todas las Provincias del país, lo que implica que ante una misma situación de hecho, el derecho argentino tenga diferentes respuestas en las  distintas jurisdicciones de nuestra Nación. Por ello bien podemos decir que el proyecto de ley – en caso de sancionarse como ley de la Nación – servirá – además de lo señalado – para unificar los criterios jurídicos de nuestras provincias lo que implicará y redundará en una mejor y fructífera convivencia – jurídicamente civilizada – entre argentinos.

En lo que respecta a la técnica jurídica seguida, el proyecto está dividido en diez capítulos que comprenden sus ciento ocho (108) artículos. Cada capítulo comprende un instituto jurídico de las asociaciones en forma independiente de los demás, de la siguiente forma:

Capítulo I:

“Principios Generales”, comprende los artículos 1/13;

Capítulo II: 
“Órgano de Gobierno” – “Asamblea de Socios”, comprende los artículos 14/33;

Capítulo III:
“Órgano de administración” – “La comisión Directiva”, comprende los artículos 34/49;

Capítulo IV:
“Órgano de Fiscalización Interna” – La comisión Revisora de Cuentas”, artículos 50/52;

Capítulo V:
“Los distintos grados de asociación”, artículos 53/63;

Capítulo VI:
“Los libros Obligatorios de las asociaciones civiles”, artículos 64/71;

Capítulo VII:
“Los socios, categorías, derechos y obligaciones”, artículos    72/84;

Capítulo VIII:
“Transformación, Fusión y Escisión de Asociaciones Civiles”, artículos 85/97;

Capítulo IX:
“Causales de disolución”, artículos 98/101;

Capítulo X:
“Disposiciones de aplicación transitoria”, artículos 102/108.
XIV- RESPONSABILIDAD Y ESTÁNDAR  DE LOS DIRECTIVOS DE LAS ASOCIACIONES CIVILES, SEGÚN EL PROYECTO DE LEY: “ EL BUEN ADMINISTRADOR DE COSA AJENA”
Referido a la situación actual de las asociaciones civiles en nuestro medio, bien podemos decir 
–con relación a este tema- que ha sido uno de los más criticados por la comunidad en general y particularmente por los socios de asociaciones deportivas, básicamente clubes de fútbol,  quines en nuestro país han remarcado las mayores  falencias de nuestra legislación en materia de  responsabilidad de los miembros de la comisión directiva de las asociaciones civiles, llamados “los  directivos” o “los   dirigentes”
.

Ello sumado a los negativos ejemplos de las malas administraciones, incluso delictivas  en otros casos y al mal desempeño de las  funciones  propias del cargo,  han demostrado la necesidad de  agudizar el ingenio del legislador para encontrar en nuestro ordenamiento jurídico  herramientas tales que permitan o -cuanto menos-  coadyuven a mejorar esta situación. 
Es por  ello que en el marco y ámbito  de trabajo y elaboración   del primer proyecto de ley, se sabía  ya que era necesario encontrar soluciones jurídicas a  ser volcadas en la futura ley. Consecuencia de todo ello es que hemos  entendido importante tratar en este trabajo el tema referido a la responsabilidad, por la actuación   de los  miembros directivos  de las asociaciones civiles, independientemente del objeto de ellas,
Por todo ello es este otro aspecto del Proyecto de ley que  corresponde comentar detenidamente, tal como se ha hecho en los distintos Foros de Debate Académico, es el referido a la “Responsabilidad de los Directivos de las Asociaciones Civiles”  según el Proyecto de Ley. 
Quedaría incorporado con la sanción de esta ley lo que podría parecer  -en una primera interpretación- una novedosa figura  en el derecho privado argentino. Hacemos referencia  al ámbito del derecho privado  porque,  además de estar en presencia de una de las personas jurídicas de carácter privado, también es  en su ámbito donde el derecho argentino ya tiene regulado otro  estándar  de conducta  para ser aplicado a los directivos de otra de las personas jurídicas de carácter privado   como es el caso de las sociedades comerciales.

En este punto habremos de analizar ambas nociones para determinar las diferencias y los fundamentos y normas jurídicas seguidas en el  Proyecto para aplicar a los directivos de las asociaciones civiles.  En tal sentido corresponde destacar lo siguiente: 

Establece el artículo 38 proyectado:

ARTICULO 38.- Diligencia de los Miembros Directivos: Los miembros integrantes de la Comisión Directiva deben desempeñarse en su cargo  con la diligencia, honestidad y lealtad del buen administrador de cosa ajena. Aquellos que no cumplieren con sus obligaciones son responsables, ilimitada y solidariamente, por los daños y perjuicios que resultaren de su acción  u omisión.”.
Este estándar, que  a diferencia del estándar del artículo 59 de la ley 19.550  puede parecer  “novedoso”, en realidad surge de la esencia de las asociaciones civiles,  de la letra y  “espíritu” de algunas  normas específicas del Código Civil  y de  aplicar  e interrelacionar  viejos principios e institutos del derecho civil argentino.

La primera  norma que ha sido tenida en cuenta  es  el artículo 50 del código de Vélez  que establece  que “disuelta o acabada una asociación con el carácter de persona jurídica, los bienes y acciones que a ella pertenecían, tendrán el destino previsto en sus estatutos; y si nada se hubiese dispuesto  en ellos, los bienes y acciones  serán  considerados como vacantes y aplicados a los  objetos que disponga el Cuerpo Legislativo, salvo todo perjuicio a terceros  y a los miembros existentes de la corporación”. 

Es a partir de este principio que el “Estatuto Tipo para Asociaciones Civiles” incorporado como Anexo 9 a las Normas de la Inspección General  de  Justicia, aprobadas por la Resolución I.G.P.J. Nº: 6/80 completa o reglamenta  el mismo,  al  señalar en su artículo 31  que  “ El órgano  de fiscalización  deberá vigilar las operaciones de liquidación de la  asociación.  Una vez pagadas  las deudas,  el remanente de los bienes se destinará a otra entidad que tenga por principal objeto del bien común, tenga  domicilio y personería jurídica en la República,  y se encuentre exenta de gravámenes en los órdenes nacional provincial y municipal”

En primer lugar se ha tenido en cuenta la “esencia”  de las asociaciones civiles en lo que respecta a la propiedad y/o titularidad de  los bienes que integran su patrimonio. Ello así dado que  el patrimonio de la asociación civil,  de acuerdo  al principio fijado en el artículo 50 del Código Civil, no es de  cada uno de los socios conforme a su categoría y/ aportes  como sucede en  las  sociedades comerciales, sino  que le serán ajenos sus bienes y por ello ajenos  a los miembros integrantes de la Comisión  Directiva. Queda claramente manifestada esta idea del padre del Código Civil al hacer referencia y  hablar  el artículo de  “los bienes que a ella pertenecían”, es decir que no pertenecían a los socios u otra persona. Además de ello,  se está refiriendo este artículo a los bienes   en términos generales,   por lo que se aplica a  todos ellos,  -sin distinción alguna que no corresponde efectuar-  es decir a los bienes muebles, inmuebles y otros  bienes intangibles.  Este es el punto de partida del estándar  que hemos ideado para  la ley de asociaciones civiles.
También hemos seguido y analizado otros institutos del derecho civil argentino con plena vigencia desde la sanción y  aplicación de nuestro    Código Civil en el año 1871. Por ello bien puede señalarse que cuando hacemos referencia  a “institutos del derecho civil”, hemos seguido criterios  que ya estaban presentes en el  Contrato de Mandato y de Depósito en lo que hace a las obligaciones del mandatario y depositario, según  veremos.

Si bien no consideramos aplicable  la figura del mandato para  determinar la naturaleza jurídica de los miembros de la comisión directiva,  por considerar  que la misma aplicada  a los miembros integrantes del órgano de administración de estas personas jurídicas,  ya  ha sido superada por la doctrina  en general  a fines del siglo anterior, motivo por el cual  el Proyecto sigue la “teoría del órgano” o “teoría organicista”,   también corresponde destacar –tal como se hace dentro de los Fundamentos elaborados cuando se presentara el  Proyecto-  que la Inspección General de Justicia en forma reiterada desde hace muchos años ha aplicado  supletoriamente  la Ley de Fundaciones para fijar el criterio a seguir ante determinadas situaciones planteadas en las asociaciones civiles. Así,  por ejemplo,   el artículo 19 de la ley 19.836  -que establece que los derechos y obligaciones de los miembros  del Consejo de Administración de la Fundación serán regidos por las reglas del mandato- fue el principio que siguió  el organismo para definir la naturaleza jurídica  de los miembros  que integran la comisión directiva de la asociación civil. 

 No obstante  a todo lo hasta aquí indicado con relación a  la teoría del mandato  y su inaplicabilidad al órgano “Comisión Directiva” de la asociación civil,  a la que se le asigna en el  Proyecto la teoría del órgano o “teoría  organicista”, no quiere decir ello que algunos aspectos del contrato de mandato no puedan perfectamente ser  consideradas y seguidos –tal como efectuáramos en este caso-  como fuentes para la elaboración de este instituto jurídico del  “buen administrador de cosa ajena”. 
Efectivamente,  hemos considerado  que las obligaciones del mandatario establecidas en el Capitulo III del TITULO IX del Código Civil, que comprende los artículos  1904 al 1940 han determinado en nuestro derecho de fondo verdaderos principios que corresponde por su “espíritu”  ser respetados y tenidos en cuenta en ese Proyecto de Ley. 

Así, por ejemplo, el artículo 1909 establece la obligación del mandatario a dar cuenta de sus operaciones, y a entregar  al mandante cuanto haya recibido  en virtud del mandato, aunque lo recibido no se debiese al mandante. Por su parte el artículo 1908 establece que el mandatario no ejecutará fielmente  el mandato, cuya ejecución  fuera manifiestamente dañosa al mandatario: o bien el principio del artículo 1907 que establece que el mandatario debe abstenerse de cumplir  el mandato  cuya ejecución fuera manifiestamente dañosa al mandante. Otro artículo que ha sido analizado -para la elaboración de este estándar  que sienta el Proyecto-  del contrato de mandado civil ha sido el artículo 1911 que establece que la obligación  que tiene el mandatario  de entregar lo recibido en virtud del mandato, comprende todo  lo que el mandante  le confió  y de que no dispuso por su orden;  todo lo que recibió  de un tercero, aunque lo recibiese sin derecho; todas las ganancias resultantes del negocio que se le encargó; los títulos,  documentos  y  papeles que el mandante le hubiese confinado, con excepción  de las cartas e  instrucciones que el mandante le hubiese remitido o dado. Así también hemos considerado  el artículo 1917 que establece que si el negocio encargado al mandatario fuese de los que  por su oficio o su modo de vivir, acepta él regularmente, aún cuando se excuse del encargo, deberá  tomar las providencias conservatorias urgentes que requiera el negocio que se le encomienda.

Estos han sido los artículos y principios  del mandato que hemos tenido en cuenta para la elaboración del estándar  aquí en análisis. 

Pero además de  éste, también hemos considerado algunos principios que rigen el contrato de depósito, básicamente en lo que respecta a las  obligaciones del depositario en el depósito regular, comprendidas entre los artículos  2202  a 2219  del  Código Civil.  Se analizó  y tomó en cuenta -en primer lugar- el principio  que surge del artículo  2202 al establecer que “el depositario está obligado a poner las mismas diligencias en la guarda de la cosa  depositada, que en las suyas propias”. También se ha considerado el artículo 2210 que establece que el depositario debe restituir la misma cosa depositada en su estado exterior  con todas sus  accesiones y frutos, y como ella se encuentre, sin responder de los deterioros que hubiese sufrido sin su culpa.

El juego armónico y el “espíritu”  de los  artículos  señalados de ambos contratos civiles  han servido para entender  y aplicar el  marco general de este Standard del buen administrador de cosa ajena. Ello así dado que en los dos contratos  civiles seguidos y señalados  está presente el elemento objetivo de la  “cosa ajena” y por ello es que ya Velez Sarsfield fijaba las condiciones,  responsabilidad y diligencia que llevaban   implícitas las obligaciones  del mandatario  y del depositario.  

El estándar creado en  esta ley requiere de una conducta  que  -a su vez- se diferencia y es mas exigente que la conducta  del “buen hombre de negocios” y  la  del “buen padre de familia” por importantes razones. Entre las similitudes  y  diferencias entre el estándar del “buen hombre de negocios” y el “buen administrador de cosa ajena” corresponde señalar que ambos son creados por la ley como principios que establecen un criterio objetivo en uno y otro caso para la apreciación judicial. Es también un elemento común  a ambos tener en cuenta que el hecho de  la lealtad del  administrador de una sociedad comercial y del directivo de una asociación civil,  importa la postergación de sus intereses personales, sobreponiendo  siempre el cumplimiento  o realización del interés de la entidad sobre aquél.
.

Entonces si el buen hombre de negocios  debe atender los intereses de la  sociedad comercial por encima de los personales, mayor será el deber de hacerlo en el caso del administrador de una asociación civil  dado que el patrimonio de la misma,  será para su administrador –justamente- una “cosa ajena” que éste deberá  administrar  solo por el tiempo que dure su cargo en la Comisión Directiva, pero siempre cumpliendo con una buena administración de cosa a ajena con las obligaciones que ello implica,  muchas de las cuales  ya existían  en nuestro derecho de fondo por  haber tenido en cuenta y efectuar  una aplicación analógica de las obligaciones  del mandatario y   las del depositario
XV- “El contrato de gerenciamiento y las asociaciones civiles;  Necesidad de establecer ciertos  límites  en el  Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles”.
El Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles no  ha dejado de considerar una realidad actual  que en este tema nos indica que una importante cantidad de  asociaciones civiles,  clubes deportivos  principalmente,   han celebrado  una gran cantidad de “contratos de gerenciamiento” o “contrato participativo  de inversión y desarrollo” con empresas comerciales con el objeto de mantener   una relación  contractual que toma como modelo y se origina en el contrato de management, ajeno a nuestro ordenamiento positivo. 

Esta realidad ha determinado la necesidad, -por las razones que se analizan-  de que el Proyecto de Ley  de Asociaciones Civiles regulase ciertos límites a estos  contratos  a partir de tener claramente en cuenta los intereses  en  juego que esta ley debe tutelar y no garantizar   la comercialización indebida de bienes intangibles que pertenecen a las asociaciones civiles pero no a sus directivos,  ni tampoco dar lugar a   un caso de abuso del derecho. 

Sabido es  que la doctrina del abuso del derecho se ha abierto camino en el  pensamiento contemporáneo, no sin vencer  serias resistencias. Básicamente una primera  resistencia estaba manifestada por  una línea de pensamiento  más liberal de interpretación que, -en torno a este tema-  sostenía que las libertades humanas fincan  en el respeto incondicional  de los textos legales.  Sólo la ley puede y debe marcar  el límite de las actividades del hombre;  mientras las personas actúen dentro de aquellos límites no hay  por que investigar su intención  o preocuparse por el perjuicio  sufrido por terceros.  

Es por ello que   en el derecho positivo argentino coexisten  distintas normas que directa e indirectamente han encontrado una solución de equilibrio al tiempo que han marcado el límite legal aplicable  a analizar en toda esta temática. 

En primer lugar nos encontramos con el artículo 19 de la  Constitución  Nacional que dejó establecido ya en el año 1853 en nuestro país,  el principio de reserva, según el cual las acciones privadas de los hombres que de ningún modo ofendan al orden y a la moral pública ni perjudiquen a un tercero, están sólo reservadas a Dios y exentas de la autoridad de los magistrados. 

Directamente referido a este tiene dicho el maestro Arturo Sampay en la obra mas importante de la literatura jurídica argentina referida a este artículo de la Constitución Nacional, que debemos fijar el alcance con que el artículo 19 utiliza el vocablo “ley” cuando establece que sólo mediante este tipo de precepto se pueden regular las acciones publicas de los  hombres
.

En la historia del derecho argentino, no obstante este  principio elemental  de nuestra “Ley Fundamental”, se ha producido  una evolución de las ideas  y principios de corte liberal  los que tras un proceso evolutivo permitió  llegar  a una mas avanzada y superadora corriente de pensamiento en torno a este tema que entiende que determinados principios   otrora considerados  absolutos,   han dado lugar al surgimiento de la teoría del abuso del derecho la que se ha impuesto porque no se puede permitir, -tal como enseña  Borda-  el ejercicio de los derechos mas allá  de los límites de la buena fe. Los derechos no pueden ser puestos al servicio de la malicia,  de la voluntad de dañar al  prójimo, de la mala fe; tienen un espíritu que es la razón por la cual la ley los ha concebido; tienen una misión que cumplir, contra la cual no pueden revelarse, no se bastan  a sí mismos, no llevan en  sí mismos  su finalidad, sino que ésta  los desborda al mismo tiempo que los justifica; es evidentemente ilegítimo ejercerlos  en contra de los fines que inspiraron la ley. El derecho tampoco puede amparar un  proceder inmoral 
  

Por ello, y a partir de esta concepción iusfilosófica es que el proyecto establece los artículos 43 y 44, de claro  contenido esencialmente proteccionista.

Regulación y límites al   contrato de gerenciamiento en el Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles

A partir de lo indicado  precedentemente y, teniendo en cuenta entonces que en el derecho civil argentino  se encuentra instituido el  vicio  de lesión  en el artículo 954 del Código Civil según el cual la misma  queda configurada cuando una de las partes, explotando la necesidad, ligereza o inexperiencia  de la otra,  obtuviere por medio de un acto jurídico  una ventaja patrimonial  evidentemente desproporcionada y sin justificación
, el proyecto de ley ha considerado necesario para tutelar acabadamente el patrimonio de las asociaciones civiles, resguardarlo y evitar situaciones contrarias a su preservación y para ello legislar  conforme a  los principios de equidad y proporcionalidad de las prestaciones recíprocas los siguientes artículos: 

Artículo 43°:  Contrato de Gerenciamiento- Intereses opuestos- En aquellos casos en que una asociación civil, cualquiera fuera su objeto, celebrara un contrato de gerenciamiento o  un contrato participativo de inversión y desarrollo de la misma  -independientemente de la denominación que se utilice para este contrato innominado  en nuestra legislación de fondo- , el gerenciador de la asociación civil no puede ser una sociedad comercial que esté integrada, sea como socio, accionista,  miembro del consejo de vigilancia  o del directorio,  por algún miembro de la comisión directiva de la asociación civil.  En el caso de que esta incompatibilidad fuera violada, se considerará como nulo de nulidad absoluta dicho contrato y se hará responsable al/los  miembro/s  de la comisión directiva en forma solidaria e ilimitada por los daños  que hubiere producido a la asociación civil. 
Este artículo como el siguiente ha sido legislado en el proyecto de ley de asociaciones civiles,  a partir de una modalidad y realidad que en nuestro medio se da actualmente. Se trata de la de “gerenciar” o “dar en gerenciamiento” sin ningún tipo de límite  las  actividades que desarrolla una asociación civil, generalmente club deportivo,  para el cumplimiento de su objeto o las actividades de administración propias y que hacen a la esencia y existencia misma  del órgano comisión  directiva.

Esta modalidad contractual  supuesta y erróneamente considerada novedosa por algunos directivos de entidades deportivas que han celebrado estos contratos creyendo haber descubierto una  moderna o “avanzada”  modalidad contractual, desconocen o –en todo caso- parecen olvidar que   en realidad aquella es contraria a la función  de la otrora “era” de los  Ceo, vistos  como ejecutivos estrella  en base a excelentes performances financieras.  Ello así, dado que  hoy la consigna se ha modificado trascendentalmente. La exposición de de los altos ejecutivos y gestiones de mangement luego de los escándalos  financieros de Tyco,  Wordcom,  Enron,  Ahold y Parmalat, entre otros, dio cierre a la era de los negocios de management y los  “celebrity ceos”.

Además de ello, hasta el día de hoy, los “contratos de  gerenciamiento” que se han celebrado en nuestro país, por su  carácter de contrato innominado, quedan regidos por estas disposiciones contractuales, las que habrán de establecer   las obligaciones de las partes. Ello  nos pone ante una clara evidencia  de una situación objetiva  desfavorable para las asociaciones civiles, por la redacción de dichas cláusulas. Tal como se analiza y explica en este punto, esta situación anterior a la norma jurídica,  requiere que la ley se ocupe de este tema.  

El proyecto de ley hace mención  en este artículo a “contrato de gerenciamiento ” o  “contrato participativo de inversión y desarrollo”,  a partir de la utilización  de tales denominaciones  en casos existentes en nuestro medio relacionados con  algunos clubes de fútbol en los que se ha seguido  estas  denominaciones para  encuadrar  jurídicamente lo que se conoce internacionalmente como contrato de management,  contrato innominado en el derecho positivo  argentino , al que una de las primeras  y mas importantes obras sobre este tema,     define como “paradigma de la estrategia comercial”

Esta modalidad contractual nace en el ámbito del derecho empresario, donde  el contrato de management entre empresas es frecuentemente utilizado y se celebra con el objeto de que una empresa  dé el gerenciamiento de determinados ámbitos  que hacen  a su funcionamiento y/ o estructura  interna del órgano directivo a otra y la empresa gerenciadora  celebra este  contrato  porque son empresas constituidas con esa finalidad, a eso se dedican ya que es algo  propio de  su objeto social.
  

Por  estos antecedentes, la esencia de esos contratos y su objeto, bien podemos decir que  esta modalidad contractual no es valiosa ni disvaliosa en si  misma. 

Sin embargo, tampoco podemos  dejar de tener en consideración que   en la generalidad de casos   de asociaciones civiles existentes en nuestro país,  no existe profesionalismo en la administración  de la misma y desarrollo de actividades  tendientes a cumplir su objeto social. Por ello  parece más que razonable y prudente  atenuar los posibles  intereses contrapuestos en perjuicio del patrimonio o funcionamiento de la asociación civil, razón que hace necesario que la ley sea estricta en cuanto a los límites fijados para  proteger su patrimonio,  intereses,  funcionamiento y el cumplimiento de su objetote bien común desde hace mas de un siglo en la República  Argentina. 

No obstante esta novedosa, reconocida -e incluso auspiciada solamente por  algunos sectores parciales minoritarios
-  modalidad contractual moderna,  la ley, sin prohibirla porque hace a una modalidad contractual que puede ser útil e incluso beneficiosa para estas entidades,  si  ha interpretado que deben  evitarse situaciones de contrataciones espurias con intereses contrapuestos  y es por ello que en este artículo al hablar de “intereses opuestos” legisla y   prohíbe celebrar contratos    con una sociedad comercial en la cual algún miembro de la comisión  directiva pueda tener algún  interés más allá de los intereses propios  de la asociación que integran y que de acuerdo al proyecto  deben administrar con la diligencia, honestidad y lealtad del buen administrador de cosa ajena,
,  ya sea como socio, accionista,   integrante del directorio o de otro órgano de la sociedad comercial independientemente del tipo societario utilizado.

Además de evitarse  con en este artículo la coexistencia de intereses contrapuestos, también se  ha fijado en el proyecto de ley los límites tendientes a evitar situaciones contrarias a los intereses de la asociación  civil  y de sus socios, ya que ambos constituyen los dos aspectos y manifestaciones del interés en juego que el legislador  ha entendido que el derecho manifestado en lex, debe tutelar. Este es el espíritu del artículo 43 antes comentado y el del siguiente artículo:  

Artículo 44°: Límites al Gerenciamiento- Además de lo establecido en el artículo anterior, los contratos de gerenciamiento, independientemente de la denominación que se utilizara,  que celebren las asociaciones civiles con  empresas encargadas de  gerenciar la asociación civil, deberá adecuarse  a los siguientes principios:

a) No se pueden dar en gerenciamiento   todas las actividades que hagan al cumplimiento del objeto de la asociación  civil de acuerdo al estatuto  

b) El contrato de gerenciamiento no podrá tener por objeto la cesión  de la totalidad de los derechos sobre bienes materiales ni inmateriales de  la asociación civil.

c) El gerenciador deberá ser una sola sociedad comercial que podrá estar constituida como sociedad anónima u otro tipo  dentro de los regulados en la ley 19.550.

d) El gerenciador únicamente  podrá ser una sociedad constituida en el extranjero, si previamente la misma  da cumplimiento con los requisitos establecidos en  el artículo 118 de  la ley 19.550 para el ejercicio habitual de actos comprendidos en su objeto social.

e) 
El contrato de gerenciamiento no puede establecer cláusulas que impliquen  limitaciones a la libre administración de la asociación civil ni de su patrimonio por estar dicha facultad solamente en cabeza del órgano de administración. No pueden limitarse contractualmente las funciones de la asamblea de socios, de la comisión directiva ni de la comisión revisora de cuentas  de la asociación civil reconocidas en esta ley y en su  estatuto. 

f) 
El contrato de gerenciamiento  no puede establecer cláusulas que impongan a la asociación civil ningún límite a la facultad  de revocar el contrato ni  prohibir  la resolución anticipada del mismo.

g) 
La celebración y las cláusulas de todo contrato  que implique el gerenciamiento de una  o más actividades de una asociación civil, solamente podrá ser celebrado por la comisión  directiva, si previo a ello una asamblea extraordinaria,  a tal efecto convocada,  lo autoriza y establece un régimen de rendición de cuentas sobre el estado de las negociaciones que la comisión  directiva deberá  presentar a la asamblea en los términos  y con la peridiocidad y frecuencia que  aquella disponga.

h)
Los contratos de gerenciamiento que se celebren en violación de  alguno de los límites establecidos en la presente ley, serán considerados nulos de nulidad absoluta.

En cuanto a los límites que  se comentan  en la presente,  resulta necesario  reafirmar  que  el contrato de gerenciamiento,  se encuentra expresamente regulado con limitaciones muy precisas en estos dos  artículos 43 y 44   a partir de una realidad de  que se da,  por ejemplo,  en algunos  clubes de fútbol donde este contrato innominado en nuestra legislación de fondo  a partir del contrato de management al ser  muy utilizado en el ámbito empresario, tal como dijimos más arriba    
Pero los límites a su uso en el caso de las asociaciones civiles está  legislado a fin de evitar intereses espurios encontrados y que sean  gerenciadas todas las actividades que desarrolla un club –deportivo por ejemplo- para  llevar a cabo su objeto social y deportivo a través de la práctica de distintas disciplinas deportivas  las que no pueden ser gerenciados en su totalidad, ni disponerse cláusulas como si fuera  un contrato entre empresas, dado que el riesgo empresario  no tiene porque estar en cabeza de la asociación civil ya que ello configuraría un caso  de un contrato con prestaciones recíprocas que presenta una notable desproporción y/o  desigualdad en  el  cual una de las partes, valiéndose de su mayor experiencia o aprovechando la  necesidad des  la otra, logra hacerle suscribir un contrato en el cual sus obligaciones son considerablemente menos gravosas. En una palabra, falta equivalencia,  y ello plantea el interrogante que se planteara  el Dr. Borda: “¿Es válida  esta convención?...”
 .
Además de estas razones, si analizamos cuáles son los intereses  jurídicos  en juego que la  ley debe tutelar,  queda  justificado in totum que la ley proteja los intereses  de las asociaciones civiles, su patrimonio,  el funcionamiento de sus órganos   y los  derechos de sus  socios.

También han sido consideradas otras circunstancias actuales  que han permitido  que ciertas empresas gerenciadoras de importantes clubes de fútbol argentinos obtengan grandes  ganancias económicas que no ingresan en su totalidad al patrimonio de los clubes  por la venta y  distribución  de productos elaborados  con la marca,  el nombre, emblema, escudo   y colores del club que les otorgó su distribución en el mercado de los mismos a través del contrato de  gerenciamiento. 

Pero dichos bienes cuya comercialización será el objeto  del contrato celebrado,  son bienes intangibles del club, cuyo valor  económico está formado por aspectos objetivos resultantes de muchos años  de tradición,  logros deportivos e inserción social manifestada en los  socios, seguidores y/o simpatizantes de los clubes de fútbol en la República Argentina.

Por ello es que   la gran repercusión y llegada social  que pueda tener  un club de fútbol en nuestro país, nunca puede dar lugar a que sus seguidores sean valorados y/o valuados  en términos económicos como un “mercado cautivo” de seguros consumidores   para que una empresa o empresario usufructúen  los bienes intangibles del club para  lucrar con su  distribución, venta y su publicidad   para el consumo.

El Proyecto de Ley es contrario a esta práctica no porque el contrato de gerenciamiento implique un hecho ilícito  o delictivo, sino porque este  “negocio indirecto” se lleva a cabo a partir de la utilización de bienes que no son ni pertenecen a  los integrantes  de la comisión directiva de un club actualmente, sino que han sido adquiridos,  incorporados al club,  administrados  y conservados con gran esfuerzo durante casi un siglo  a partir del trabajo de varias  generaciones y distintas camadas de socios  anteriores que han permitido su subsistencia, engrandecimiento  y caudal  actual, pero ellos pertenecen solamente  a la asociación , no a los socios. 

Esto surge, esencialmente del artículo 50 del Código Civil cuando establece que “Disuelta o acabada una asociación  con el carácter de persona jurídica, los bienes y acciones que a ella pertenecían, tendrán el destino previsto en sus estatutos: y si nada se hubiese dispuesto en ellos, los bienes y acciones serán considerados como vacantes y aplicados a los objetos que  disponga el Cuerpo Legislativo, salvo todo perjuicio a tercero  y a los miembros existentes de la corporación.”

Surge claramente del análisis  exegético y finalista de este artículo que los bienes  no pertenecen a los socios sino que claramente nos habla  de los  bienes y acciones “ que a ella pertenecían” , es decir descarta de plano cualquier posibilidad de pertenencia   a lo socios y menos aún a los integrantes de la comisión directiva que no pueden ni  deben disponer de los mismos porque pertenecen a  una persona diferenciada, a la asociación civil con personería jurídica,  distinta  de los miembros de que la componen y que solo transitoriamente administran. 

Referido entonces al mencionado artículo 50, hemos señalado con anterioridad que  resulta sumamente interesante lo comentado en su momento por el Dr. Baldomero Llerena quien enseñaba que  las personas jurídicas a que este se refiere son aquellas señaladas por Baudry –Lacanterie ( Personas, t I, nùm. 306) tales como los establecimiento s de utilidad pública, o fundaciones piadosas que personifican una obra, una institución un interés general , sin un interés especulativo; ese interés general es su  es su interés y la razón de su existencia. Extinguida esa persona -agrega el autor-., como nadie tiene interés individual en ella, ninguna persona puede invocar un título para percibir su bienes, porque pertenecen a la sociedad  en general, a todos los habitantes del Estado, es sólo el Estado quien puede percibirlos a nombre de la sociedad. 

Por ello es que el remanente del patrimonio de una asociación   civil -así lo señala el Estatuto Tipo de Asociación  civil incorporado  como Anexo 8 a la Resolución (G) IGJ N º:6/80-, será destinado a otra entidad de bien común, domiciliada en la República, con personería jurídica y exenta de gravámenes en los órdenes nacional, provincial y municipal
. 

Menos aún los  bienes intangibles que integran el patrimonio de la entidad,  pertenecen  a los dirigentes que creen haber descubierto y/o encontrado  una importante veta comercial con la comercialización de estos  bienes a través  de esta modalidad contractual ad hoc.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                         

Por ello  es que el artículo 43 del proyecto expresamente prohíbe  que un miembro de la comisión directiva de la asociación, ,sea al mismo tiempo socio , accionista o  tenga otro  vínculo con la sociedad comercial,  dado que esta coexistencia de actividades dará lugar a intereses contrapuestos  que se presenta como una situación absolutamente desfavorable para  los  intereses  económicos y patrimoniales de al asociación civil que son los intereses en juego que la ley ha entendido que el derecho argentino debe resguardar a través de esta norma. 

A esta situación se ha arribado  a partir  de  la  “vía oblicua”    que constituye el  negocio indirecto que les  permite el contrato de gerenciamiento.

Con respeto al negocio  indirecto hemos dicho -con anterioridad a este tema- que  es aquel que se efectúa utilizando una figura jurídica lícita para facilitar  la obtención  de un resultado que, esencialmente es propio de otra figura jurídica
. 

Finalmente, corresponde atender a que la mas avanzada, superadora  y actualizada tradición jurídica civilista  argentina,   nos indica  que  en el ámbito normativo del derecho civil  argentino, después de la  reforma introducida por la ley 17.711 la influencia de la moral en el derecho positivo se ha acentuado notoriamente con la incorporación de la teoría del abuso del derecho (art. 1071), la lesión (art. 954) y la reiterada aplicación del concepto de equidad, que no es sino una de las expresiones de la justicia (arts.907, 1069,1316 bis, 1638)
.

Por ello  en el derecho civil argentino, como dejamos sentado anteriormente,  se  contempla    el instituto  de la “lesión subjetiva” en el artículo 954 del Código Civil, y esta modificación instituida en la reforma de 1968  se implemento en el Código de Velez Sarsfield a efectos de evitar que una de las partes explote la necesidad, ligereza o inexperiencia de la otra para obtener  una ventajea patrimonial evidentemente desproporcionada y sin justificación. 

Además de lo anteriormente señalado, lo que se ha buscado al establecerse  estrictos límites al contrato de gerenciamiento en el Proyecto de  Ley de Asociaciones Civiles,  es  que una de las partes contratantes se enriquezca con la  comercialización de bienes intangibles que no le pertenecen y que  se valga de la debilidad,  ligereza o inexperiencia de  la otra parte contratante y a partir de ello se pueda dar lugar a una “desproporcionalidad de las prestaciones” que bien pueden darse y,  -de hecho ya existen experiencias en tal sentido- en nuestro medio  si no existen límites claramente determinados en la ley. 
Esta es la razón de su regulación  legal, pensada, ideada e implementada en los artículos aquí  comentados  en resguardo de los altos intereses de estas instituciones, conformadas por socios  de generaciones pasadas, presentes  y futuras,  centenarias en ciertos casos, que son  entidades de bien común  que la ley de asociaciones civiles debe resguardar y proteger  en nuestro país 
XVI- conclusion 

Reiteramos nuestra manifestación del honor que constituye poder participar de esta obra colectiva, por el que estamos  muy agradecidos con el Ilustre Homenajeado y los Doctores Gustavo Abreu y Sebastián Balbín, participantes directos en la organización del libro.
Hemos tratado de volcar en este trabajo diferentes temas que inicialmente hemos comenzado a estudiar y analizar  en el Master de Derecho Empresario  cuyo Director Académico estamos homenajeando con  esta obra.

Ha servido también  para dar a conocer al lector, iniciar  y/o proseguir con  el debate de los  aspectos mas importantes del Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles  que,  al día en que escribo estas páginas,  se encuentra a estudio de la Comisión de Legislación  General del Senado de la Nación.  

Además de los aspectos importantes que  hemos considerado “altamente conducentes” como para ser comentados dentro de este trabajo que comprende  los “Aspectos relacionados con el Derecho Comercial del Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles”, como el tema de los  Fundamentos e Importancia de Proyecto de Ley,   el de la responsabilidad y el estándar de los directivos y otros  como  el del gerenciamiento de las asociaciones civiles,  hemos analizado con mas detenimiento y se han planteado  distintas  cuestiones  -en la primera parte de este trabajo-  cuyos orígenes se remontan a nuestros estudios en el Master que nuestro homenajeado dirige desde su inicio.  
Se trata de las asociaciones civiles bajo forma de sociedad contempladas en el artículo 3º de la ley 19.550. 
Es por ello que vamos a  referirnos en este punto, -a modo de conclusión-,   a determinados aspectos que ameritan un análisis comparativo   que nos merece  el instituto tratado.

Hemos aprendido desde hace años, gracias a las enseñanzas del gran constitucionalista Felipe González Arzac, que  cuando se inicia  el análisis de un instituto o figura jurídico necesariamente debe partirse del análisis  o -cuanto menos- de  la consideración de los intereses en juego que la ley ha entendido que deben ser tutelados por ella.  
En este caso  no podemos dejar de señalar que, -comparativamente- los intereses o bienes jurídicos  en juego  que -en nuestros días-   el Senado de la Nación, en su esencial función de legislador  ha interpretado que la ley de asociaciones civiles debe  tutelar con esta nueva regulación legal, a diferencia del régimen societario argentino,  no se limitan  a un interés particular casuístico como el que justificó la inclusión forzada,  para beneficiar a tres casos puntuales,  del instituto de la asociación bajo forma de sociedad en el  régimen de la ley 19.550. 

Por el contrario   los intereses que tutela  y  tiende a resguardar el “Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles”  no se han detenido en  asegurar el derecho a la cuota liquidatoria a los accionistas o inversores de un emprendimiento social, instituido en ley sólo a tales efectos.
Estos se encuentran simplemente en un plano de protección de intereses individuales  Por el contrario     los verdaderos intereses que se tiende a proteger con ese instituto en el artículo 4º 
“Forma propia” en el proyecto que hemos  parcialmente analizado en este trabajo,  sin duda alguna  son mas importantes y se presentan en un plano  cuanti y cualitativamente superior a los que tutela la ley de sociedades comerciales.
Ello así, dado que se trata de aquellos  que hacen a al seguridad jurídica argentina,  al bien común de los  argentinos y a la armonización de los originales y tradicionales principios básicos del derecho privado argentino que, según hemos desarrollado en el presente trabajo, readquieren  vigencia.

                                                                                Facundo Biagosch
� Dentro de los muchos destacados compañeros de nuestra promoción,  tuve la fortuna de  ser compañero del Dr.  Gustavo Abreu y de la Dra. Susy Bello Knoll, ambos  distinguidos Profesores y Autoridades  (actualmente Director Ejecutivo del Master en Derecho Empresario y Presidente de la Asociación de Graduados  de la Facultad de Derecho respectivamente)   y,  -fundamentalmente en mí caso particular-    muy buenos amigos que mucho me ayudaron en  momentos  especialmente difíciles por lo que aprovecho esta oportunidad para hacer público por este medio,  la nobleza de espíritu que los caracteriza   y manifestar mi eterno agradecimiento por   la compañía,  presencia física y espiritual y el  apoyo  permanente que me brindaron con motivo de  mi accidente en el año 1998  y  durante  mi  rehabilitación  que comprende –inclusive- el haber recibido la sangre del querido amigo Gustavo Abreu (acto de gran nobleza  al  que el  no suele hacer mención,  pero yo tengo la obligación  moral de  comentarlo aquí.). 


� Entre ellos, además de las  Autoridades de la Facultad de Derecho   se contó con la  participación en el  debate de los  Doctores  Julio César Otaegui, Eduardo Roca,  Carlos Odriozola, Enrique Ragazzi, entre otros.  


� Esta  afirmación va mucho mas allá de lo esperado en casos análogos, dado que “estar in totum a mi lado”  en mi caso personal  comprendió –efectivamente-  desde la compañía brindada a mi padre,  a Marina, mi mujer y demás familia  y apoyo  del Ex Decano Dr. Roberto Bosca  ayudando a mi mujer y demás  familia,  la visita y compañía física en mi lugar de internación en el extranjero  que el entonces Secretario Académico de Master, Dr. Patricio Tavella efectuara  acompañando y orando junto a mis padres,  a mi mujer  y demás  amigos, la visita y compañía en el hospital  de mis compañeros de promoción del Master, la de Profesores como los Dres. Enrique Butty y  Ariel Dasso con sus visitas a mi lugar de internación en momentos verdaderamente difíciles,  la del Administrador de la Universidad  Dr. Roberto Proieti y Dr. Cristián Conen al Instituto de Rehabilitación ULME. donde volví a aprender a  caminar,  hasta la celebración  de la  Santa  Misa para  pedir al -entonces Beato, actual Santo- JosèMaría Escrivá de Balaguer su intercesión ante Dios  Todopoderoso para ayudarme a salvar la vida. A todos y cada uno de ellos quiero en esta instancia una vez mas reiterar mi eterno agradecimiento, rogando a Dios haber estado a la altura de estas  manifestaciones de fe y  de la nobleza del espíritu humano manifestada en todos cada uno de los integrantes de la Facultad de Derecho de la Universidad Austral  (Decano, Miembros del Consejo, Autoridades y Profesores del Master, alumnos y demás personas)  y de la Misericordia Divina. 


� Ver Biagosch Facundo Alberto en “Organizaciones No Gubernamentales”. (Prólogo y Agradecimientos.) Ed. Ad Hoc. Bs. As.  2004. pag. . 25


� Tal  como ya hemos dicho con anterioridad, “…este gran amigo ofreció y propuso efectuar la prestación del libro en la Universidad Austral en una fecha que difícilmente vaya a olvidar: el 20 de noviembre de 2000…” (Ver Biagosch Facundo Alberto Ídem nota anterior .pag. 24.)


� En realidad la designación e invitación  efectuada  a Enrique Butty para presentar el libro fue el producto de una decisión  consensuada  entre Mi Padre, el Ex Decano, Dr. Roberto Bosca y yo..


� Ver Biagosch Facundo Alberto  Ídem nota Nº 5 Prólogo y Agradecimientos. .pag. 26.)   





� Esta idea  fue textualmente transcripta dentro de los  “Fundamentos”  del  primer proyecto que presentara la Senadora Malvina  Seguì el 16 de  mayo de 2002.


� Si bien no se trató de una  Comisión  Legislativa ad hoc, fueron muchas  las personas que desde sus distintas   funciones y  roles  desempeñados,  participaron -de una y otra forma- en  la elaboración  del Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles. Dentro de ellas, en lo que respecta a su primera elaboración, participamos, además del autor de este artículo  y  la Senadora Malvina Segùí,  sus asesores antes mencionados Dres. Alberto González Arzac y Alberto Biagosch, quienes  analizaron estudiaron y aportaron sus conocimientos científicos referidos al derecho constitucional y a la más adecuada -y acorde a nuestro ordenamiento jurídico-,  técnica legislativa, respectivamente. Así mismo  podemos mencionar al  Sr. Leonardo Ferreira, también asesor del Senado y demás personal  de planta y administrativo  del Despacho de la Ex Senadora y posteriormente, en la elaboración de la segunda presentación  de la Senadora Liliana Negre de Alonso, no podemos dejar de mencionar las  importantes funciones  que desarrollaron la  Dra. María Lidia Galeno, (Secretaria de la Comisión de Legislación General del Senado),  el Dr. Santiago Carreras (graduado de la primera promoción  del Master en Derecho Empresario de la Universidad Austral) y demás integrantes del Despacho de la Senadora.  


� Puede verse Biagosch Facundo Alberto-Gonzalez Arzac Alberto en: “Nueva vigencia  del principio de comercialidad por el objeto en el  derecho privado argentino” Ponencia presentada al  I Congreso Argentino e  


Iberoamericano de Contratos Civiles y Comerciales, organizado por la Universidad Notarial Argentina y la Fundación  Justicia & Mercado, celebrado en  Mar del Plata en octubre de 2005, publicada en “Contrataciones Empresarias Modernas”.  Ed.  Ad Hoc. Bs. . As. 2005. pags. 487/494.


� Esta última  parte del artículo subrayada,  por una cuestión de técnica legislativa y a fin de evitar posibles confusas interpretaciones futuras,  fue agregada  en  el Proyecto en su segunda presentación efectuada el 4 de mayo del año  2005   por  la  Senadora Liliana Negre de Alonso a  la versión anterior,   presentada en el año   2002 por la Senadora Malvina Seguí. 


� Han sido numerosas  las publicaciones y ámbitos de debate académico los que han servido para analizar estudiar y finalmente consensuar en términos generales los aspectos más importantes  y los diferentes  institutos  que regula el Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles. Entre otros  pueden verse  Biagosch Facundo Alberto en  “Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles- De las Asociaciones Civiles finalmente se han  ocupado los legisladores argentinos”   en Revista Doctrina Societaria  y Concursal .Nº 196 Ed. Errepar. marzo 2004; Biagosch Facundo Alberto en  “Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles (Con media sanción  del Senado de la Nación)”.  Suplemento “Antecedentes Parlamentarios”  Nº 10 Revista  La Ley.   Noviembre de 2004; Biagosch Facundo Alberto en  “Organizaciones No Gubernamentales” Ed. Ad Hoc. Bs. As. 2004. (Capítulo III “Las ONG en el derecho civil argentino. Primera Parte: Las asociaciones civiles”. Pags. 171/238; Biagosch Facundo Alberto en “Necesidad de sancionar la Ley de Asociaciones Civiles”. Ponencia presentada y aprobada dentro de las Conclusiones del  IX Congreso Argentino  de Derecho Societario y V Congreso Iberoamericano de Derecho Societario y de la Empresa. celebrado en San Miguel de Tucumán del 22 al 25 de septiembre de 2004 Tomo I; González Arzac Alberto en “Debate sobre el Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles realizado en la Universidad Notarial Argentina el 26 de agosto de  2004” en Diario El Accionista del 4 de octubre de 2004; Asociación de Graduados de la Facultad de Derecho. “Presentación y debate del proyecto  de ley de asociaciones civiles (con media sanción del Senado de la Nación)”  en Suplemento de la Universidad Austral  del   Diario La Ley del  15 de noviembre de 2004;.  Biagosch Facundo Alberto  en “Asociaciones Civiles: Hay en Argentina una verdadera laguna  del derecho”. Reportaje efectuado y publicado en Diario Judicial del día martes 18 de enero de 2005; Biagosch Facundo Alberto en “Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles con media Sanción del Senado de la Nación”. (Ponencia presentada y comentada en la Sesión Cuatro: “Futuro del Derecho Societario” del día   lunes 30  de de mayo de 2005 del I Congreso Internacional de Derecho Comercial y de los Negocios, organizado por el Dpto.  de Derecho Económico Empresarial  de la Facultad de Derecho  de la Universidad de Buenos  Aires; Biagosch Facundo Alberto-González Arzac Alberto en “Fundamentos e Importancia del Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles en la República Argentina”, “El estándar del administrador de las  asociaciones civiles en el Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles: El buen administrador de cosa ajena”, “Nueva vigencia  del principio de comercialidad por el objeto en el derecho privado argentino”,  ”El contrato de gerenciamiento y las asociaciones civiles; necesidad de establecer ciertos límites en el  Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles”  (Ponencias presentadas al I Congreso Argentino de Contratos Civiles y Comerciales organizado por la Universidad Notarial Argentina y la Fundación Justicia & Mercado. Mar del Plata octubre de 2005 y   publicadas en “Contrataciones Empresarias Modernas”. Ed Ad Hoc. Bs .As. 2005. (páginas 119/123, 467/486, 487/494, 495/504, respectivamente). Así también desde el mes de enero de 2006 puede verse en Internet la página Web � HYPERLINK "http://www.leydeasocciviles.com.ar" ��www.leydeasocciviles.com.ar�, donde -entre otras cosas-  se analizan  los debates efectuados. 


� Así manifestado y presentado este tema,  ha sido materia de  reciente debate, explicación  y análisis por parte de la doctrina argentina en el Primer Congreso Argentino de Contratos Civiles y Comerciales, organizado por  la Universidad Notarial Argentina y la Fundación  Justicia & Mercado que se celebrara en Mar del Plata en octubre de 2005. Fue en este ámbito donde presentamos en coautoría con el  Dr. Alberto González Arzac la correspondiente  ponencia  referida a este tema. (Ver Biagosch Facundo Alberto-Gonzalez Arzac. Alberto en:   “Nueva vigencia del principio de comercialidad por el objeto en el derecho privado argentino”, publicada en  Contrataciones Empresarias Modernas. Ed.  Ad.  Hoc. Bs. As. 2005. pags. 495/504.


� Así pueden ser analizadas  las posiciones de la Cámara Nacional de Apelaciones  en lo Civil de la Capital Federal, citadas  por Nissen Ricardo y Acquarone Marìa en “Necesidad de derogar el art . 3º de la ley 19.550 en cuanto legisla las asociaciones bajo forma de sociedad”,  ponencia presentada al VI Congreso Argentino de Derecho Societario y II Congreso Iberoamericano de Derecho y de la Empresa, publicada en Derecho Societario Argentino e Iberoamericano, t I. . Ed Ad Hoc. Bs. As. 1995. pag. 447 y ss.  y la posición de la Cámara Nacional de  Apelaciones en lo Comercial de la Capital  Federal,  Sala “B” en Autos “Arce Hugo c/ Loa Lagartos Country Club s/ Nulidad asamblearia” en el que se destaca el voto del Dr. Enrique Butty. 


� No podemos dejar de señalar que  no podía esperarse  una correcta  y armoniosa aplicación práctica  de este instituto,  ya que se trata un instituto jurídico asistemático y forzosamente incorporado en la ley,  si tenemos en cuenta el  axioma lógico que indica  que “… lo que mal comienza, peor termina…”


� Ver  Miguel  de Cervantes  Saavedra  en “El Quijote” (I. IX). (anteriormente citado en Biagosch Facundo Alberto “Organizaciones No Gubernamentales” Ed . Ad Hoc. Bs. As. 2004. pag. 38).


� Ver Nissen Ricardo A  “Ley de Sociedades Comerciales”, comentada, anotada y concordada T I. Editorial   Ábaco de Rodolfo Depalma.  Buenos Aires, 1992,  pags. 30 y ss.


� Ello así,  dado que en el Capitulo X “Disposiciones de Aplicación Transitorias” se establece en el artículo 102 que “Las disposiciones de esta ley integran el Código Civil”.


� Ver Biagosch Facundo Alberto en “Asociaciones bajo forma de sociedad. Caracterización como negocio  parasocietario”. En  “Negocios Societarios”. Libro en Homenaje a Max Mauricio Sandler. Ed. Ad Hoc. Bs. As. 1998.pas. 95/102.


� Puede verse al respecto Biagosch Facundo Alberto  en: “Asociaciones Civiles”. Ed Ad Hoc. Bs. As. 2000. Capítulos VII  “LA ASOCIACION BAJO FORMA DE SOCIEDAD (Primera Parte)  y, Capítulo  VIII. “LA ASOCIACION BAJO FORMA DE SOCIEDAD (Segunda Parte). Pags. .211/246


� Esta calificación surge del muy esclarecedor y ya clásico voto del Dr. Enrique Butty en el Fallo  de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial de la Capital Federal, “Sala B”  en autos caratulados “Arce Hugo c/ Los Lagartos Country Club s/ Nulidad Asamblearia”


� Puede verse Giúntoli María Cristina en : “Fundaciones”. Ed Ad Hoc. Bs. As. 1994. pag. 18


� Ver Nissen Ricardo Augusto en “Ley de Sociedades Comerciales” Comentada 1º edición. T. I. Ed. Àbaco . Buenos  Aires,  1982. pàgs. 29 y ss.


� Puede verse la fundamentación de ello en Biagosch Facundo Alberto en “Asociaciones Civiles”  op. cit.  pags. 227/239.


� Puede verse la cita de esta frase en Pàez Juan L en “El Derecho de las Asociaciones”.  Primer Edición. (Con Prólogo de Rafael Bielsa) Ed. Kraft. 1940   “Introducción”. p. 19, cita efectuada en Biagosch Facundo “Asociaciones  Civiles” ant. cit. pag. 31.


� Ver Garrigues Joaquín. “Curso de derecho mercantil”  t  II. Reimpresión de la 7º edición . Ed. Temis.  Bogotá. 1987. p. l5.


� Ver Ferrara Francesco “Teoría delle pessonae giurìdiche. Biblioteca della Scienze Giuriche e Sociale. 1915p. 496. Cita de Paez Juan L. ob. Cit. Pag. 37.


� Ver Ascarelli, citado por Alegria Hector en “Cuadernos de legislación ordenada nº 5, “Sociedades Anónimas”.Forum. Buenos  Aires.  1971 pags. 2 y ss. (cita anteriormente efectuada   en Biagosch Facundo Alberto “Asociaciones Civil” ant. cit. pag. 224) 


� Ver trabajo de la Dra. Stratta Alicia “Las asociaciones bajo forma de sociedad”.  LL 1980-D, 1037


� Ver Zaldivar, Manòvil, Ragazzi, Rovira. “Cuadernos de Derecho Societario”  Ed. Abeledo Perrot. Buenos Aires, 1973. pag. 74.


� Ver Nisen Ricardo A. y Aquarone Marìa en : “Necesidad de derogar el art. 3º de la ley 19.550 en cuanto legisla a las asociaciones bajo forma de sociedad. En Derecho Societario argentino e  Iberoamericano  t I,. Ed. Ad Hoc. Bs. As. 1995,.pags. 447 y ss..


� Ver Artículo 31 del Estatuto Tipo para asociaciones Civiles, “incorporado como Anexo 9 en las “Normas de la Inspección General de Justicia”, aprobadas por la Res. (G)  IGJ Nº: 6/80.


� Halperìin Isaac  “Curso de Derecho Comercial” Vol I.  Parte General. Sociedades en general. 3º ed actualizada. Depalma Buenos Aires. 1981. pag. 291 y ss.


� Ver Biagosch Facundo Alberto “Sociedad de un solo socio. Empresario individual de responsabilidad limitada”. Ant. cit. ( ver nota a pie de página  nº 8).


� Asi puede verse el tratamiento del tema en Biagosch Facundo Alberto “Asociaciones Civiles”  Ed. Ad  Hoc. Bs. As. 2000. Capítulos VII “La asociación bajo forma de sociedad ( Primera parte): Capitulo VIII “La asociación bajo forma de sociedad 


( Segunda Parte” . pags. 211/246


�  Ver Biagosch Facundo Alberto en “Asociaciones  Civiles” ant. cit. pag. 217


� Mosset Iturraspe Jorge en “Negocios  simulados,  fraudulentos y fiduciarios” pag. 149


� Ver Ferrara Franchesco  citado por Borda Guillermo A.  en  “Tratado de Derecho Civil” Parte General. T. II. Ed. Perrot. Bs. As.  1980, pag. 50


� Josserand Luis  “Los móviles en los actos jurídicos de derecho privado. Teleología  jurídica. Traducción por los Lics.  Eligio Sánchez Larios y Josè  M.  Cajica.  Jose M Cajica Jr., Puebla.  México.  1946 oag. 207( citado en Biagosch Facundo Alberto  en “Asociaciones Civiles” ant. cit.  pag.211.


� Ver Borda Guillermo Adolfo en ob cit. pag. 354.


� Ver Biagosch Facundo Alberto en “Asociaciones bajo forma de sociedad. Caracterizaciòn como negocio parasocietario”en  Negocios Societarios. Libro en Homenaje a Max Mauricio Sandler. Norberto Benseñor y Victoria Masri- Directores Ed  Ad Hoc. .Bs. .As. 1998. pags.95/102.


� Asì  lo ha proclamado el Dr. Nissen en  su ponencia  citada anteriormente junto a  la  Escribana  Acquqrone.( Ver nota a pie de pag. `nº.31).


� Puede verse a este respecto nuestra ponencia  presentada al  VII Congreso Argentino de Derecho Societario y  III Congreso Iberoamericano de Derecho Societario y de la Empresa, organizado por la UADE.  y  celebrado en Buenos .Aires en septiembre de 1998:  “Sociedades anónimas deportivas. Problemática que  plantea la llamada transformación de asociaciones civiles en sociedades anónimas  deportivas en el proyecto de ley sobre el deporte como  actividad libre y voluntaria”, publicada en  “La Sociedad  comercial frente al Tercer Milenio”. T I. Ediciones UADE, Lara. Bs. As. 1998. pags. 105 y ss., o bien  “Sociedades Anónimas Deportivas.” Artículo publicado en  La Ley  del 3 de septiembre de 1999.


� Ver Biagosch Facundo Alberto en “Asociaciones Civiles” . Ed.  Ad  Hoc. Bs. As.  2000.  Pág.117


� Ver Gonzalez Arzac Alberto  en “El bien común de las asociaciones civiles”  en Centenario de la Inspección General de Justicia. Edición Especial del Ministerio de Justicia de la Nación. Imprenta La Sarmiento. 1993 pág. 56


� Ver Resolución IGJ. N° 308, “Carmelo Prudente, Carlos Alegre y otros c/ Boca Juniors s/ Denuncia”  del 8 de mayo de 1997. (citada en Biagosch Facundo Alberto “Asociaciones Civiles” ant. cit. Apéndice Normativo. Págs. 401/437)


� Ver Biagosch Facundo  “Qué son las organizaciones no gubernamentales”.  Doctrina Societaria y Concursal. Ed. Errepaar. N° 179. Octubre de 2002. Págs. 648/661


� Puede verse el trabajo de Chevallier Maurice  “L´assocciationn entre public et privé” (citado por Lopez Nieto y Mallo Francisco  en la “La ordenación Legal de las Asociaciones”  Ed. Dykinson. Madrid. 1995. Pág. 31)


� Ver Paez Juan L “ El derecho de las Asociaciones”  con prólogo del Dr. Rafael Bielsa. (Académico de Derecho). Editores Guillermo Kraft LTDA. Buenos Aires. 1940. INTRODUCCIÓN.


�  De Legibus, Lib. I, 17  (cita efectuadas por Sampay Arturo Enrique en “La filosofía jurídica  del artículo 19 de la Constitución  Nacional”. Cooperadora de Derecho  y Ciencias Sociales. Bs. As. 1975. pag. .9


� Excedería los límites de este trabajo poder efectuar un desarrollo pormenorizado de la gran obra jurídica y  del legado iusfilosófico que como constitucionalista  nos dejara este notable pensador y  gran jurista argentino. Solamente señalaremos en esta nota  que  su legado y pensamiento ius filosófico  quedó  manifestado en la Constitución Nacional reformada por una Convención Constituyente en el  año 1949 (Hemos analizado anteriormente -en parte- el mismo en el desarrollo del tema: “El bien común en la Constitución de 1949. Los llamados “Derechos especiales” en el Capítulo V “Entidades de bien común” de nuestro libro “Organizaciones No Gubernamentales”. Ed. Ad. Hoc. .Bs. As.  2004.pags. 283/318).


Dentro de sus obras más relevantes de este gran  jurista, no igualadas hasta hoy  por la doctrina constitucionalista argentina- corresponde mencionar “La Reforma Constitucional”. Ed. Biblioteca Laboremos. La Plata. 1949; “Constitución y Pueblo”. Ed Cuenca Bs. As. 1974;  “Las Constituciones de la Argentina (1810-1972)”. Editorial EUDEBA. Bs. As. 1975; “La filosofía jurídica  del art. 19 de la Constitución  Nacional”. Cooperadora de Derecho y Ciencias Sociales. Buenos Aires.  1975.  (Esta última reviste la calidad de ser la  obra mas importante, inteligente  y destacada del constitucionalismo argentito en relación al “Principio de Reserva” instituido en el artículo 19 de nuestra Ley Fundamental). 


Tan trascendente ha sido la obra de este ilustre jurista que, a pesar de haber sido rencorosa y deliberadamente  silenciado e  injustamente  denostado por otros -intelectualmente menores-  doctrinarios, algunos – incluso- ex discípulos  suyos y antiguos compañeros de Cátedra,  luego de  la  -“sangrienta y salvaje”-  Revolución  del 16 de junio de 1955 su obra y principal  legado al derecho y a los constitucionalistas de su Patria,  no pueden pasar desapercibidos en la República Argentina como lo demuestra el mas que  merecido homenaje a tan ilustre jurista argentino el Instituto de Derecho Político del Colegio Publico de Abogados de la Capital  Federal organizo el  31 de octubre de 2002 la  Conferencia “Homenaje al Dr. Arturo Sampay  a  25 años de su fallecimiento”. En la misma  fueron expositores especialmente invitados, varios de sus  discípulos directos y otros grandes juristas  contemporáneos continuadores de su formación y escuela  iusfilosófica  aristotélico tomista  como los  Doctores Alfredo Eric Calcagno. Salvador María Lozada, Felipe González Arzac  y Alfonso Santiago (h),  que fuera moderada por el Dr.   Alberto González Arzac. 


Asimismo el Instituto de Derecho Político  del Colegio Público de Abogados de  la Capital Federal organizó el panel de debate sobre el tema “El facto Político Exorbitante: a los 50 años de la  supresión o de la Constitución de 1949”  que se celebrara el 1º de junio de 2006,  en el que disertaron  los  Dres. Arturo Enrique Sampay (h), Salvador María  Lozada y Alberto González Arzac.


� Cabe aclarar, respecto a nuestra participación  en este  importante encuentro académico de los  representante de loa Organismos de Fiscalización y Control de  Personas Jurídicas  y Registros Públicos de Comercio de  todo el País que ella fue posible gracias   al respeto institucional y hombría de bien del  Dr. Guillermo Enrique Ragazzi.. Ello así, dado que  en nuestra condición de Inspector del  Departamento Asociaciones Civiles  y Fundaciones de la Inspección General de Justicia tuvimos el Alto Honor de compartir  el panel de expositores  con el Ex Inspector General de Justicia, Dr. Guillermo Ragazzi  durante el año 2003 en los diferentes Cursos  de Debate y Análisis de distintos temas  referidos a la Fiscalización del  Organismo, efectuados durante el dictado de  distintos Seminarios  en el Salón Biblioteca del mismo. Fue durante el dictado de uno de ellos que la  Directora y Secretaria de la Dirección  de Personas Jurídicas de la Provincia de Tucumán, interesadas en este Proyecto, nos invitaron a  incluirlo  dentro del temario para poder debatirlo en la X Reunión Nacional de Autoridades de Control de  Personas Jurídicas y Registro Público de Comercio  que se celebró  del 4 al 6 de septiembre de 2003.  Recuerdo muy bien que el Dr. Ragazzi cuando fuera reemplazado en septiembre del ese año 2003 en su cargo de Inspector General de Justicia por el  Dr. Ricardo Nissen, actuó como un  verdadero caballero  y ejemplo de Inspector General  cuando  pasó Departamento por Departamento del Organismo para despedirse  de todos y cada uno  de los Inspectores y demás personal  del organismo. Fue entonces cuando  me recordó, aún en su situación de Inspector General, injustamente “saliente”  pero respetuoso de la palabra empeñada,  que estaba incluido  dentro  del temario mi presencia para  analizar y debatir el Proyecto de Ley  en  aquel importante encuentro académico  que  se jerarquizó con la presencia y participación  mas esperada por la gente del interior,  que justamente era  la del Dr. Guillermo Ragazzi. 


Sirvió,  entontes,  aquel  importante encuentro nacional en el año 2003 para dar inicio a los diferentes  y muy importantes debates académicos e institucionales del Proyecto que se comentan en este punto,  efectuados durante los años siguientes   los cuales lo tuvieron al Dr. Guillermo Ragazzi,  como principal protagonista como expositor invitado y panelista  dados  sus conocimientos y especialidad en este tema. Fue por todo ello que  sus sugerencias y opiniones han sido especialmente  consideradas y receptadas por  la  Senadora  Liliana Negre de Alonso  en la segunda presentación del  Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles efectuada el 4 de mayo del año 2005.    


� Solo para señalar una de los principales  cuestionamientos  cabe señalar que los representantes de la Dirección Provincial de Personas Jurídicas de la Provincia de Santiago del Estero cuestionó que el proyecto  siguiera la  fórmula de “dos o mas personas”  en el artículo  1º del Proyecto cuando en su Provincia de exigía un mínimo de 40 socios para constituir una  asociación  civil con personería a jurídica.  Ante ello se le manifestó  que la fórmula no es un instituto novedoso sino  que se origina en la fórmula ya conocida en nuestro derecho  a partir de la ley 19.550, utilizada en el  proyecto para dejar de lado la posibilidad de  pensar en constituir  una asociación unipersonal como existe en legislaciones de otros países, .lo que constituye  una  preocupante contradictio in terminis, según señalamos.  Además señalamos que no puede existir una  especie de “incapacidad de derecho” en el  caso de 39  personas que no consiguen llegar a 40 y haciendo uso del derecho constitucional  de “asociarse con fines útiles” quieran conformar una asociación civil con personería jurídica.  Por ello se destacó en el auditorio la importancia  de que nuestro país pueda contar con una ley de  alcance nacional dictada por el Congreso de la Nación para unificar los criterios disímiles existentes en las jurisdicciones de nuestro País.


� Así, con este título  promocionaban el Debate los afiches  y  publicaciones periodísticas como el artículo del Diario Clarín del día 4 de abril de 2005.


� Este fue uno de los  temas mas debatidos en el  llamado FORO DE ASOCIACIONES CIVILES, organizado por la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires y el Club Atlético River Plate ,celebrado el 4 de abril de 2005 en el Auditorio de la Facultad de Derecho  donde –entre otros- el Ex Diputado Nacional e importante doctrinario Dr. Alberto Aramouni analizó esta problemática y  propuso como sugerencia  incluir en el Proyecto un “Consejo de Vigilancia”, que actúe con similares facultades que el mismo órgano establecido en el artículo 280 de la ley 19.550 para aquellos  casos  de asociaciones civiles con patrimonio importante y movimiento de fondos muy importantes como ocurre actualmente con los  clubes de fútbol. 


Por  ello, y a partir de analizar la situación de nuestro país en esta materia,  fue modificado el artículo 13 en el Proyecto presentado por la Senadora  Liliana Negre de Alonso que incorporó en la última parte del artículo 13, el siguiente párrafo: “Para aquellas asociaciones civiles de primer grado que cuenten con mas de cien (100) socios y estuvieren federadas a otra de segundo grado, las de segundo y tercer grado y para aquellas que estuvieran comprendidas dentro  de los parámetros que determine  para cada caso  la respectiva autoridad estatal de fiscalización  y control a cargo del Registro Nacional  de Asociaciones Civiles, además de la Comisión Revisora de Cuentas, el Estatuto deberá reglamentar la organización y funcionamiento  de un Consejo de Vigilancia  integrado por tres a quince socios  activos, vitalicios  u honorarios  que tendrá las atribuciones y deberes en establecidos  en el artículo 281de la ley 19.550”


� Ver Biagosch Facundo en “Asociaciones Civiles”. ant. cit. pag. 308.


� Ver Arecha Martín  y Garcìa Cuerva Héctor en “Sociedades Comerciales” Análisis y Comentario de la Ley 19.550  y complementarias. Prólogo de Carlos J.  Zavala Rodríguez. .2º edición, actualizada y aumentada. Ediciones Desalma. Buenos Aires. 1981. pag.59.


� Ver Sampay Arturo Enrique en “La Filosofía  jurídica  del artículo 19 de la Constitución Nacional”. Cooperadora de Derecho y Ciencias Sociales. Bs. As. 1975,  pag. 5. (citado en Biagosch Facundo Alberto “Organizaciones No Gubernamentales”. Ed. Ad Hoc. Bs. As. 2004. pag. 309)


� Ver Borda Guillermo A  en “Tratado de Derecho Civil” Parte General. Tomo I. 7º edición actualizada. Ed. Perrot. Bs. As. 1980.   paga. 42


� Ver Borda Guillermo A. en “Tratado de Derecho Civil”. Parte General”  T. II. 7º edición actualizada. Ed. Perrot. Bs. As. 1980.pag.342


� Ver artículo “El fin de  los celebrity ceos” en Revista Fortuna, del 8 de agosto de 2005. pags. 62/63


� Puede verse a Tom Peters en “Liberation Management”. La gerencia liberadora. Colección Revista Negocios. Ed Atlántida. Bs. As. 1993. pag. 27


� (Puede verse  Biagosch Facundo Alberto en nota “Asociaciones civiles: Hay en Argentina una verdadera laguna del derecho”. Publicada en www. dariojudical.com el viernes 14 de enero de 2005. pag. 2 de 3).


� Efectuamos esta aclaración toda vez que como resultado objetivo de las experiencias  arribados tras los debates  académicos del Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles efectuados en el año 2004,   las opiniones imparciales e independientes  de todos   los intereses comerciales y/ o económicos  corporativos y/o sectoriales en juego,  se han manifestado claramente en sentido contrario al  gerenciamiento  de las asociaciones civiles. Así,  por ejemplo en el debate académico organizado por la “Asociación de Graduados de la Facultad de Derecho de la Universidad Austral” el 28 de octubre de 2004, El Dr.  Aaron Gleizer,  en su calidad de Asesor de la Comisión de Asuntos  Cooperativos, Mutuales y ONG. de la Cámara de Diputados,    manifestó abiertamente la preocupación  que causaba en dicha comisión la posibilidad de  gerenciar las asociaciones civiles,  porque ello implicaba una desvirtuación total,    una suerte de “despojo”  y   quiebre  del poder de autogobernarse de las asociaciones civiles en  beneficio de algún sector empresario. (Puede verse en intenet su artículo sobre este tema).  Así también en el   panel de debate convocado  por la  “Comisión de Derecho del Deporte del Colegio de Abogados  de la Ciudad  de Buenos Aires”  el 22 de noviembre de 2004, el Dr. Hernán Ferrari., en su calidad de Presidente de dicha comisión y Secretario del Comité Olímpico Argentino que auspició dicho panel de debate, se manifestó  en contra del gerenciamiento de las asociaciones civiles.  


� En tal sentido, establece el artículo 38: Diligencia de los Miembros Directivos-Los miembros  integrantes de la comisión directiva deben desempeñarse en su  cargo con la diligencia, honestidad y lealtad del buen administrador de cosa ajena. Aquellos que  no cumplieren con sus obligaciones son responsables, ilimitada y solidariamente, por los daños y perjuicios que resultaren de su acción u omisión.”


� (Ver Borda Guillermo A. en “Tratado de Derecho Civil”. Parte General T II. 7ª edición actualizada.  Editorial Perrot.  Bs. As. 1980.  pag. 342)


� Ver Biagosch Facundo Alberto en  “Sociedades Anónimas Deportivas. Problemática que plantea la llamada “transformación”   de asociaciones civiles en sociedades anónimas en el  Proyecto de Ley sobre el Deporte como Actividad libre y voluntaria” Ponencia  presentada al VII Congreso Argentino de Derecho Societario y III Congreso Iberoamericano de derecho Societario  y de la Empresa. En “La sociedad Comercial ante e tercer Milenio” . Tomo I  . Ediciones UADE.   Bs. As. 1998.  pags102/110


� Ver Biagosch Facundo Alberto en “Asociaciones Civiles”. Ed Ad  Hoc. Bs. As. 2000.pags 217.


� Ver Borda Guillermo A. en “Tratado de Derecho Civil.” .  Parte General. T I  7º edición actualizada. Ed Perrot. Bs. As. 1980.pag. 26. 
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